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Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 19 de octubre de 2006 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Carlos Varela Nestier. 


MIEMBROS: Señores Representantes Gustavo Bernini, Gustavo Borsari Brenna, Álvaro Delgado, Álvaro 
F. Lorenzo, Jorge Pozzi, Juan Andrés Roballo y Walter Alfredo Falero. 


INVITADOS: Ex Directores del Banco Hipotecario del Uruguay: doctor Néstor Moreira Graña, procurador 
Gustavo Delgado y señor Raúl Giuria. 


SEÑOR PRESIDENTE (Varela Nestier).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Esta Comisión tiene mucho gusto en recibir a los ex Directores del Banco Hipotecario doctor Néstor Moreira 
Graña, señor Raúl Giuria y procurador Gustavo Delgado, a quienes agradecemos su presencia. Ustedes ya 
habían concurrido en otras instancias en que fueron convocados y ahora lo hacen nuevamente a los efectos de 
que esta Comisión continúe con su trabajo y debido a que hemos recibido nueva documentación por parte del 
Banco, referida, fundamentalmente, a la relación de las empresas del señor Barboni con el Banco. A su vez, 
ustedes han recibido una documentación que les hemos proporcionado. 


SEÑOR DELGADO (don Álvaro).- Quiero agradecer la presencia de los invitados del día de hoy y 
dejar una constancia. 


Es bueno hacer notar que los ex Directores que están presentes hoy bien representaron al Partido Nacional en 
el Banco durante Administraciones pasadas. Cuando se planteó su comparecencia nuevamente, en esta 
instancia vinculada al tema del grupo Barboni y su relación con el Banco Hipotecario, surgió la intención del 
Partido Nacional -y de ello quedó constancia en la versión taquigráfica- de hacer gestiones partidarias para 
que los Directores concurrieran de nuevo, a pesar de que los temas que se están tratando en esta Comisión ya 
estaban en esferas judiciales y con trámite judicial en curso. 


Creo que hay que destacar la actitud política de los ex Directores, pero también del Partido Nacional, en 
cuanto a concurrir y aportar toda la información del caso en el seno de esta Comisión Investigadora con 
respecto a los temas que se están tramitando en ella. 


Quería dejar constancia de la voluntad de los citados a la Comisión, los señores Moreira Graña y Giuria, y, tal 
como lo hablamos con los restantes integrantes del Partido Nacional y comunicamos al señor Presidente, de 
la voluntad de concurrir con todos los Directores aunque no hubiesen sido citados para que pudieran aportar 
información. 


Reitero que quería dejar constancia de la voluntad del Partido Nacional de estar, aportar e informar. No 
quiero dejar de señalar tampoco que los tres ex Directores que aquí están presentes desarrollaron una gestión 
que, como Partido, nos enorgullece. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reafirmo que las gestiones fueron realizadas como señala el señor Diputado 
Delgado; estuvimos al tanto de las mismas y las coordinamos. Reconozco que esta es la actitud que 
corresponde a todos aquellos que tienen responsabilidades al frente de la gestión pública: cuando son 
convocados por el Parlamento -con todas las garantías que ofrece- deben concurrir. 


Realmente, es de destacar la actitud que han tenido. 


SEÑOR BERNINI.- Me sumo al saludo porque es la segunda y tercera vez que son convocados y su 
comparecencia es positiva. Por ello, agradezco que estén presentes. Le hace bien a la democracia que 
Comisiones Investigadoras parlamentarias tengan la posibilidad de dialogar con interlocutores válidos 
para esclarecer situaciones complejas. Esto enaltece, sobre todo porque algo que debiera ser común, no 
lo es. Lamentablemente, nuestra experiencia en esta Comisión Investigadora indica que cuando se 
convocó a representantes designados políticamente en los Directorios, no asistieron cuando fueron 
invitados, no una, sino dos, tres o cuatro veces. Saludo su presencia. 


Nobleza obliga y, así como he criticado, por ejemplo, al doctor Jorge Sacchi, quien no ha concurrido ante 
reiterados llamados de la Comisión, a los ex Presidentes Noachas, Lausarot, y los ex Vicepresidentes Conde 
Montes de Oca, Norberto Sanguinetti -con nombre y apellido-, debo destacar que ustedes -sabiendo que hay 
denuncias penales de por medio, ni más ni menos— están cumpliendo con un deber cívico y, en ese sentido, 
lo debo enaltecer. 


SEÑOR GIURIA.- Entrando en materia, creo que el ex Director Moreira Graña podría referirse al 
primer tema, relativo a la cantidad de adjudicaciones que había recibido esa empresa. Luego podría 
seguir yo con el tema que sigue cronológicamente. Finalmente, compartiría el último tramo con el ex 
Director Delgado. 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- Estamos aquí con mucho gusto. 


No concurrimos a la primera convocatoria debido a las recomendaciones de orden jurídico. Hoy, sin 
embargo, no conversamos con nuestros abogados y concurrimos a la Comisión porque queríamos cumplir 
con ustedes. 


En primer término y de manera rotunda quiero dejar una expresión en contrario a las manifestaciones no 
técnicas de la Auditoría del Banco Hipotecario. Se emiten juicios que, si nosotros hubiéramos estado en el 
Banco Hipotecario, no habríamos aceptado. Habríamos seguido un trámite distinto buscando averiguar si 
todas las observaciones que se hacían eran verdades. 


En cuanto a la mecánica de por qué se hicieron adjudicaciones a cuatro empresas del grupo Barboni en la 


Ciudad de la Costa y a otras empresas de ese señor del interior del país, podemos decir lo siguiente. La 
licitación 2/96 era solamente para Canelones. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- ¿De qué año? 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- Era la número 2 del año 1996, es decir a los pocos meses de haber 
ingresado al Banco. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Quiero decirle al ex Director Moreira Graña que no tiene obligación de 
dar información sobre lo actuado entre los años 1996 y 2000. Quiero dejar constancia de que la 
investigación de esta Comisión va del 2000 al 2005. Por lo tanto, no tiene obligación de dar esa 
información. 


Sin desmedro de ello, por su honradez personal e intelectual, seguramente la va a brindar. 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- Con mucho gusto aportaremos lo que podamos y lo que recordemos, 
porque han transcurrido muchos años. 


En el año 1996 se hizo una licitación y se presentaron una enorme cantidad de empresas para hacer 
construcciones en el departamento de Canelones. En primera instancia se adjudicaron más de trescientas 
viviendas. El llamado era para más de quinientas, de manera que quedaron viviendas sin adjudicar dentro del 
cupo. De acuerdo con la política del Gobierno nacional y a través de los Directores de la mayoría en el Banco 
Hipotecario, lo que se buscó fue la construcción de viviendas nuevas. Tanto es así que nosotros en aquel 
momento tuvimos la precaución de solicitar -porque así lo entendía el Partido Nacional, en minoría- que 
estuvieran abiertas todas las líneas de crédito para las familias ahorristas del Banco Hipotecario. Estábamos 
de acuerdo con que se hicieran viviendas nuevas pero proponíamos, además, que la línea de vivienda usada 
también estuviera en acción. Ello se debía, fundamentalmente, a dos cosas que siempre manejamos en el 
Directorio. 


En primer lugar, está la función social de una línea de vivienda usada. Esa línea de vivienda usada trae 
aparejado que sea la persona o la familia la que elija dónde vivir, mientras que si el Banco construye 
viviendas nuevas, es el propio banco el que le dice a la familia que viva allí -si quiere-, donde construye. 
Creíamos que ese era un punto esencial. 


El otro punto fundamental, a nuestro entender, es que la puesta en vigencia de la línea de vivienda usada trae 
aparejado trabajo para las pequeñas empresas del interior y de Montevideo que se desempeñan en la 
refacción y en reestructura. Cuando se hace un PPT son las grandes empresas las que trabajan. Es decir que 
había una diferencia conceptual entre lo que nosotros procurábamos y la política de vivienda del Gobierno. 
Queríamos dejar esto claro. 


Cuando se hicieron estas licitaciones se adjudicaron más de trescientas viviendas. Después, de acuerdo con la 
Comisión Asesora de Adjudicaciones, se amplió el cupo y se restableció lo relativo a las viviendas que no 
habían sido aprobadas en primer momento. De esa manera, aumentó la cantidad de viviendas, 
fundamentalmente en la zona de la Ciudad de la Costa, que tenía un auge tremendo en aquel momento. Tanto 
es así que -no recuerdo el año- el Directorio creó y construyó una agencia del Banco en la Ciudad de la Costa 
para poder atender su clientela de la zona. Había un empuje en cuanto a la vivienda en ese lugar. 


El jurado estableció que se adjudicaran más de trescientas viviendas y otras quedaran sin adjudicar como 
consecuencia de que tenían problemas de distinta índole en materia arquitectónica y en cuanto a la 
localización de los terrenos, que era algo fundamental para la colocación de las viviendas. Como el jurado 
había emitido un juicio en contra de dieciocho empresas que no estaban incluidas, se formó una Comisión 
dentro del Banco Hipotecario, integrada por los mismos miembros del jurado, a los que se agregó alguien 
más del Banco, y se hizo un estudio sobre los dieciocho emprendimientos que no se habían aprobado. De 
esos dieciocho se adjudicaron ocho por propuesta de esta Comisión que había sido bien integrada por el 
Directorio. 


Es difícil recordar todas estas cosas, pero tengo presente que el Directorio propuso que se hiciera una mayor 
cantidad de viviendas y, como consecuencia, dentro de esas dieciocho empresas que también se habían 
presentado a la licitación, se seleccionaron ocho, cuatro de las cuales pertenecían al grupo que representa el 
empresario Barboni. Eran cuatro sobre la avenida Giannattasio. Había cuatro más que estaban en las mismas 
condiciones. Es decir que todo se dio dentro de las normas establecidas por el Banco. De acuerdo con 
asesoramientos legales y sumarios, todo fue hecho de acuerdo con los fundamentos esenciales, ya que todas 
las Resoluciones del Directorio tenían que ser fundadas y motivadas, y fueron fundadas y motivadas. Por lo 


tanto, las decisiones del Directorio fueron las que correspondían. Eso en cuanto a las adjudicaciones. Es 
decir, ya había habido aproximadamente trescientas y ahora fueron alrededor de doscientas o trescientas más; 
es decir que el cupo se aumentó de quinientas y algo a setecientas, aproximadamente. Esto fue adjudicado 
por Directorio, pero con argumentación jurídica. Se creó una comisión, la Comisión Asesora de 
Adjudicaciones, que también aportó datos y la resolución del Directorio. Desde el punto de vista jurídico 
todo está en condiciones; fuimos asesorados por la asesoría letrada y es importante que se establezca que los 
asesores del Directorio participan en las reuniones de Directorio, en las mismas sesiones. 


SEÑOR LORENZO.- Quisiera saber cómo funcionaba el Directorio en ese momento, es decir, quiénes 
participaban de sus reuniones. 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- Había prácticamente un pueblo. El primer Directorio -el segundo fue 
distinto- estaba conformado por cinco Directores, el Gerente General, la Secretaría de Directorio, la 
Dirección de Arquitectura, el Contador General y dos asesores letrados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera que se hiciera una aclaración de este punto para que conste en la 
versión taquigráfica porque nosotros sabemos de qué se está hablando, pero luego otros Diputados que 
no están aquí acudirán a la versión. Cuando usted habla del primer Directorio, ¿a cuál se refiere? 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- Me refiero al Directorio que va de 1995 al 2000, en el cual estuve nada 
más que tres años. Quisiera aclarar también que desde el 2000 al 2005 estuve dos años, diez meses y 
ocho días. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sé a qué se refiere el invitado, pero, repito, es para precisar los datos en la 
versión taquigráfica. 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- El Banco actúa en forma coordinada, no importa qué directores estén. 
Se lleva a cabo una política de vivienda que es, prácticamente, una política de Estado, en la cual 
nosotros tenemos que ir trabajando. Allí nosotros exponíamos nuestras discrepancias, como las que 
mencionamos hoy, por ejemplo. 


Entonces, se construyeron viviendas nuevas y, a su vez, se creó empleo, que es fundamental; ustedes bien 
saben la repercusión que esto tiene en la sociedad. 


Esto a modo de aclaración en cuanto a la cantidad de viviendas que se le otorgaron al Grupo Barboni. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Quisiera hacer una pregunta muy simple, casi retórica, pero vale 
hacerla: ¿este fue el final de un proceso licitatorio? 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- Exactamente. 


SEÑOR FALERO.- Quisiera saber si el invitado se refirió siempre al primer Directorio que va de 1995 
a 2000. 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- Sí; además quisiera aclarar que yo estuve hasta el año 1998. 
SEÑOR FALERO.- Toda la referencia que hace el señor Moreira Graña es... 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- Hasta el año 1998, incluido dos meses de verano que prácticamente no 
se hace nada en el Banco. Yo me fui el 18 de marzo de 1999, 


SEÑOR GIURIA.- Quien habla asume el viernes 22 de diciembre del año 2000, es decir que, de ese 
año, me desempeño cuatro días hábiles y, después sí, ocupo el cargo de 2001 hasta marzo de 2005. 


En lo que refiere a las adjudicaciones de viviendas a empresas y todo lo demás, obviamente no participé en 
ninguna, y por lo tanto no tengo datos para aportar. Además, quisiera decir que existe una licitación N* 2/99 
que todavía hoy esta por comenzar; se trata de ochocientas viviendas en el interior y ochocientas viviendas en 
Montevideo. Desde que yo estuve nunca licitamos ni medio metro cuadrado; está todo por hacerse de lo 
anterior. 


De lo que leí referente a la auditoría, el primer tema que corresponde a mi época es lo que refiere a adelantos 
financieros, es decir, al régimen de acopios. Nosotros ingresamos en ese momento; en el mes de enero, como 
se da la feria judicial y la feria de la construcción, es cuando el Banco aprovecha a dar las licencias. A su vez, 
el 28 de diciembre el señor Diputado Borsari Brenna realiza las denuncias por temas vinculados al Presidente 
Noachas, quien renuncia el 18 de enero. Por lo tanto, nunca llegué a actuar con él; asumimos y nunca 
actuamos juntos; nunca llegué a tener una sesión de Directorio con él porque renunció. 


En ese momento se generó una situación compleja, porque como no habíamos tenido reunión de Directorio 
no había firma del Banco; tuvimos que hacer una reunión ficta para ver quién quedaba al frente del Banco 
Hipotecario porque lo que había eran cuatro Directores. Cuando se votan las venias se vota al Presidente y a 
cuatro Directores; luego, en el propio Directorio se elige al Vicepresidente y al segundo Vicepresidente. 
Hicimos esa reunión, y por un tema de antigúedad sugerí que quedara Conde Montes de Oca; Lausarot era 
nuevo, que era el otro posible candidato del Partido Colorado, Néstor había estado, pero era de la minoría al 
igual que yo; por tanto, ninguno de los dos íbamos a estar ocupando ese cargo. Se entendió que estaba bien, 
pero quedamos con el motor moderando, esperando que el Ejecutivo resolviera quién quedaría al frente del 
Banco. Se resuelve que sea Lausarot el Presidente y Conde Montes de Oca el Vicepresidente. 


A fines de febrero comenzamos a trabajar y surge el tema del régimen de acopios. Pregunté de qué se trataba 
lo que íbamos a estar votando; esto ocurría en el mes de mayo. Detallo el estado de situación en ese 
momento: el Banco invertía mensualmente entre US$ 6:000.000 y US$ 8:000.000 en obras, recibiendo 
muchísimo dinero. Tanto es así que las líneas de crédito estaban todas abiertas y se llegó a abrir una para 
colocar la mayor cantidad de dinero de libre disponibilidad; léase: una persona había comprado una casa por 
el régimen de compra de vivienda usada y, si en los últimos treinta y seis meses había pagado en fecha, venía 
a ventanilla, pedía US$ 15.000 y se lo otorgaban a pagar en diez años. Ese trámite se liquidaba en cuarenta y 
ocho horas; había que ver si la hipoteca sostenía un crédito de US$ 15.000 y, si era así, se lo otorgaban. La 
política del Banco era -según nos informaban a nosotros- colocar, colocar y colocar, porque lo que estaba 
ingresando era tanto que lo teníamos que colocar de alguna manera. ¿Qué posibilidad se da de colocar? 
Precisamente la de adelantos financieros a las empresas. Pregunté qué garantías teníamos con estos 
adelantos; les recuerdo que el Gerente General era el doctor Enrique Ruiz Corbo, el Secretario Letrado era el 
doctor Carlos Danielle y el Prosecretario Letrado era el doctor Elbio Cetani, que eran quienes se reunían con 
nosotros. El gerente general Luis Corbo me expresó: "Quédese tranquilo Director que tenemos las máximas 
garantías". Anteriormente, en la época de la dictadura sí había habido un problema con el régimen de 
anticipos; se le realizó un anticipo a una empresa que compró los materiales e hizo el acopio, pero se fundió y 
al fundirse quienes eran acreedores de la misma se presentaron y como los materiales eran un activo todos 
pretendían cobrar. Ahí el Banco se vio perjudicado. Pero me dice: "En este caso no es así porque para que la 
empresa reciba un adelanto el Banco va a tener a favor una póliza del Banco de Seguros que, a su vez, va a 
estar garantizada por una hipoteca. Es decir, si la empresa se funde o no cumple con el régimen de acopios, 
nuestro respaldo es la póliza del Banco de Seguros". O sea que la cobertura era total. 


Es de destacar también que el régimen no se votó para Barboni; se votó un régimen para todas las empresas. 
Lo que debía suceder después era que cada una de esas empresas tuviera suficiente respaldo como para que el 
Banco de Seguros le extendiera la póliza. Y es ahí donde aparece Barboni, que se ve que tenía mucho más 
respaldo que otros empresarios, y queda con un 69%, que es lo que manifiesta la auditoría que terminó 
obteniendo la empresa. También la auditoría califica como que esa era una medida improcedente; es opinión 
de la auditoría. Lo que nos dijeron a nosotros fue otra cosa, que era momento de tener que buscar vías de 
colocación. Después terminó ganando el Banco en ese pedacito chiquititito, porque cuando se disparó el 
dólar el precio estaba congelado; entonces, el Banco terminó favoreciéndose, pero en una cosita chiquitita y 
se agujereó en todo lo demás. Es exactamente al revés que como lo expresa la auditoría. 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- De acuerdo con los pliegos -eso sí lo recuerdo-, la cantidad de acopio 
que se podía hacer era hasta un 30% de la obra; y en este caso las empresas tomadas en cuenta 
hicieron mucho menos de eso. Es decir que estaba dentro de lo razonable en función de los pliegos. 


SEÑOR GIURIA.- En la segunda parte de la auditoría soy mencionado en relación a un tema de 
pesificación por saneamiento de las obras. Se expresa que "el Director Giuria votó discorde", pero no 
dicen qué voté. El tema fue así, todos los informes llegaron a Directorio con la cotización en dólares, 
recuerdo un informe del ingeniero Monteverde diciendo que -está en la auditoría- era razonable, que 
estaba dentro de los valores de plaza. También viendo el saneamiento que había realizado el Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para un complejo que está muy próximo en 
la zona, parecía todo razonable. Así se vota y se inicia el tema de ese saneamiento, cotizado en dólares. 
Luego, el dólar se dispara y aparece la versión de que, en realidad, no se podía contratar en dólares, si 
es adicional o no es adicional, en fin, surgen una cantidad de cosas. Yo sostenía lo siguiente: después 
que se contrata a una persona y se le firma por determinado monto y en determinada moneda, luego 
no se le puede cambiar esto porque el dólar se dispare. Es decir, si hubo un error ya estaba cometido. 
Personalmente, creo que no hubo error; pero ese es un tema que se definirá en otro momento; además, 
respecto a esto existen dos bibliotecas. 


Lo que yo planteé era un acuerdo al que había llegado la gerencia de arquitectura con el empresario: una 
paramétrica en la que los insumos que tiene la obra en dólares siguen en dólares. La obra venía presupuestada 
en dólares, pero se le dijo al empresario: "No seas malo. a los obreros no les pagás en dólares, como tampoco 
el BPS y los aportes". Es decir, todo lo que de esa obra fuera en pesos, se pesificaba, y lo que realmente era 
en dólares, se mantenía en dólares. Yo voté eso porque consideré que si no, el empresario me iba a hacer un 
juicio y me lo iba a ganar porque el Banco había firmado; esto se había aprobado en esas condiciones. 
Entonces, la solución que entendí razonable y justa es decirle al empresario: "Cuando tú presupuestaste, 
tenías una mano de obra que sigue estando igual; seguís pagando igual a los obreros, no les aumentaste. Esto 
se tiene que pesificar". Y en eso el empresario había estado de acuerdo, pero fue de los temas que empezó a 
derivar a que dos por tres hubiera problemas. Es exactamente al revés de lo que dice la auditoría; uno la lee y 
parece que al empresario Barboni se le hubiera votado todo lo que pedía; y es exactamente al revés. Dos por 
tres teníamos problemas con la empresa Barboni, porque él sostenía que la liquidación se había hecho mal, 
que la aplicación del pliego era tal, que no correspondía esto otro, que las paramétricas; eran todos temas 
técnicos que iban quedando y se iba acumulando una batería de cosas en discrepancia con la empresa. Si 
hubiera sido como se dice, los temas no hubieran estado planteados. 


Llegamos al 2002, cuando se dio la crisis. El Banco no podía seguir invirtiendo esos US$ 6:000.000 u 

US$ 8:000.000 mensuales. Se cita a todas las empresas y se les dice: "Señores: la patita en el freno porque el 
Banco no tiene capacidad para seguir pagando los avances de obras que ustedes hagan". Porque venían 
trabajando a dos rebenques, era palo y palo, y había que frenar ese ritmo. 


Se hace un convenio con la Cámara de la Construcción, que Barboni no integra, en el cual se empiezan a 
aplicar reducciones para fijar cupos. Entonces, se le dice: "Tú no avances más de esto, porque si no, cuando 
vengas a cobrar el certificado no vamos a tener la plata para pagártelo". Esto se acepta por todos. Barboni no 
adhiere a ese convenio, pero igualmente se le dice: "Mirá, el cupo tuyo es este; si hacés de más, no hay 
plata". No firmó el convenio, pero sí hizo la reducción y se puso en el nivel de lo que podía cobrar. Ahí ya 
estamos llegando a la parte en que los problemas que seguían suscitándose merecen el tratamiento del tema 
arbitral. Así surge el primer arbitraje que vota el Banco; designa un árbitro y la empresa designa el suyo. 


SEÑOR DELGADO.- Estamos entrando en un tema que está en litigio entre el Banco y el empresario. 
Yo no quisiera que lo manifestado -que se tiene que decir, porque para eso estamos- termine siendo 
utilizado en contra de los intereses del Banco. Yo no sé si existe un procedimiento por el cual podamos 
dar las explicaciones que tengamos que dar los Directores actuantes en las distintas etapas, pero que no 
signifiquen un recurso que pueda ser usado en el litigio en curso. Es una preocupación que tengo, 
porque si no, también me vería limitado en lo que puedo expresar. Cuando Giuria empezó a hablar de 
este tema, entramos en un terreno que hoy es objeto de parte de esa discusión. 


SEÑOR DELGADO.- Creo que es muy atendible lo que dice el señor Gustavo Delgado. Este es un tema 
complejo, hay litigio de por medio, el Estado es parte y creo que a todos nos interesa que el Banco no 
pierda; o sea, se trata de no generar más elementos que puedan, eventualmente, ser contrapuestos a los 
intereses del Banco. ¿Qué quiero decir con esto? Más allá de que el ex Director Giuria va a entrar en 
un tema que está en litigio y, posiblemente, va a dar información al respecto. 


SEÑOR LORENZO.- Yo iba a plantear lo mismo, respaldando lo que dijo el ex Director Delgado. 
Además, hace unos cuantos minutos que estamos hablando de temas que tienen que ver con los puntos 
en litigio. El solo hecho de definir que hubo un convenio con una Cámara, que el empresario Barboni 
no la integraba pero cumplía, significa que estaba haciendo una cesión unilateral de algo a lo que tenía 
derecho y a lo que no renunció. Entonces, algo que en los hechos se dio de determinada manera, no 
estaba respaldado por un convenio. 


Yo he manifestado en varias instancias de esta Comisión la preocupación de que nosotros estemos 
contribuyendo a esclarecer cuestiones que no tengan otros ámbitos para ser aclaradas y no que estemos 
contribuyendo negativamente. También, me preocupa que el Estado se vea perjudicado de manera injusta, y 
quiero hacer precisión en este sentido. Nosotros somos parte del Estado como Poder Legislativo, pero no 
estamos para defender situaciones que no se corresponden con el derecho y con el régimen; estamos para 
defender públicos y privados. Lo que no puede hacer esta Comisión es meter los dedos mal en situaciones 
que están siendo manejadas en ámbitos que son los que formalmente deben definir este tipo de situaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con el mismo espíritu que señalaron los señores Diputados preopinantes, 
hicimos la consulta con Secretaría. Una vez culminada la reunión, vamos a hacer las sugerencias que 
correspondan en el sentido de lo que esta Comisión ha venido conversando con relación a este tema tan 
especial que estamos tratando, que nos ubica en un dilema muy particular: estamos buscando la 
verdad pero, a su vez, no intentamos perjudicar el interés colectivo. Estamos buscando la verdad para 
beneficiar el interés colectivo. En esa tan delicada línea tenemos que movernos y vamos a tomar las 
decisiones colectivas que correspondan. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Yo siempre he integrado Comisiones Investigadoras que han sido 
secretas -si mal no recuerdo, antes de la ley todas las sesiones eran secretas-; de cualquier manera, las 
Comisiones pueden decidir que la versión o parte de ella sea secreta o eliminarla. En lo personal, 
siempre fui partidario de que para encontrar la verdad debe existir la mayor cristalinidad posible. 
Aquí estamos atrás de la verdad y lo que tenemos que juzgar es la actuación de funcionarios públicos y 
no de operadores privados. A mí lo que me interesa saber es si parte de los funcionarios públicos que 
actuaron en esa época lo hicieron con honestidad y otros no. Eso lo veremos a la luz de los documentos 
que se han presentado y que se van a presentar, y estos son documentos públicos. Creo que esta 
Comisión Investigadora cometería un grave error si quisiera ocultar una parte de la verdad que, 
además, siempre se va a conocer. De eso tengo el pleno convencimiento; si queremos ocultar un 
documento a través de una versión secreta, puedo decir que he tenido la experiencia de que en nuestro 
país eso no funciona. Pero, por sobre todo, considero que tenemos que perseguir la verdad y si la 
documentación que va a aportar el ex Director Giuria va a ser de relevancia -seguramente lo será, 
como no podía ser de otra manera-, después decidiremos lo que se tenga que hacer. 


SEÑOR DELGADO.- No es por discrepar con el señor Diputado Borsari, pero quisiera decir que 
nosotros no solo brindaremos documentación, sino que también daremos opiniones. Los documentos 
son varios, entre ellos, hay actas de las sesiones de Directorio que fueron grabadas durante buena parte 
de su período de actuación. El problema es cuando un Director opina sobre lo que le parece bien, 
correcto o incorrecto y esa opinión luego puede ser usada por una contraparte o por las partes en más 
de un juicio que se está dilucidando actualmente. Tengo mis dudas al respecto. 


SEÑOR LORENZO.- Este punto es relevante, porque como esta "auditoría" -entre comillas- del 
Banco -sobre esto hemos intercambiado opiniones todos los miembros de la Comisión- tiene una forma 
de expresar y de emitir opiniones que no se condice con el objeto de lo que debería ser una auditoría 
independiente del punto de vista técnico y hace insinuaciones que involucran responsabilidades - 
cuestiones muy complejas, casi inaceptables- es importante que se manifiesten opiniones y que se den 
los fundamentos por los cuales alguien votó algo en determinada situación. Esto lo explicaban los ex 
Directores Moreira Graña y Giuria: "Yo voté tal cosa porque esta era la situación”, y ahí es cuando 
entramos en valoraciones de conveniencia, que también son objeto de investigación de esta Comisión y 
que es importante relevar. Ahora, a efectos de relevar la conveniencia de una decisión, resulta que 
podríamos estar alimentando una situación de disputa, porque el haber un voto en minoría a favor, por 
ejemplo, de un arbitraje se debe a algún motivo. Si uno prefiere el arbitraje a un procedimiento 
judicial es porque estima que las probabilidades de éxito son eventualmente menores o porque hay una 


obligación por contrato de establecer el arbitraje como mecanismo. Considero que hay puntos que, de 
alguna manera, pueden ir arrojando agua sobre un molino u otro en un ámbito distinto a este. Pero no 
se puede no ir a ese tipo de opiniones porque si no entraríamos en linchamiento público de conductas 
de personas que, podrán haber actuado en el error o en el acierto o podrán haberlo hecho 
normalmente y resulta que los hechos supervinientes después generan consecuencias imprevisibles al 
momento de tomar la decisión, y hay gente que livianamente sale a cuestionar la actuación y a decir 
que era todo una joda. Entonces, salen documentos emitidos por funcionarios públicos que son 
inaceptables. Acá vamos a hablar de todo lo que haya que hablar, y después veremos qué hacemos con 
lo que se diga, si lo hacemos público o no y qué posibilidades reglamentarias tenemos de hacer que una 
versión no sea pública; no creo que se puedan hacer cortes. Esto de por sí genera suspicacias ya que 
esta Comisión se ha venido manejando con publicidad total, colgando en la página web las versiones 
taquigráficas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Insisto en que todas las decisiones que se han tomado acá han sido de la 
Comisión. El régimen de trabajo lo establecimos cuando comenzamos estas sesiones y hasta ahora 
nadie ha planteado su modificación. El objeto de la misma es la búsqueda de la verdad y si esa 
búsqueda termina perjudicando al Estado habrá responsables que tendrían que responder ante la 
opinión pública por ello. Pero, por esa posibilidad, no nos debemos limitar en el trabajo de esta 
Comisión Investigadora; es mi convicción. 


SEÑOR GIURIA.- En ese momento se había votado un arbitraje -las fechas coinciden con el relevo de 
Presidente y Vicepresidente del Directorio del Banco- y asumen la contadora Pérez Montero y el 
contador Saxlund. También coincide con la reducción de personal por causa de la edad para jubilarse: 
los hombres a los sesenta y las mujeres a los cincuenta y cinco. Hay un pasaje de gente a retiro muy 
importante y prácticamente se estaban sacando todas las cabezas del Banco. El primer arbitraje fue 
suspendido cuando ya estaban nombrados los tres árbitros. 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- Quiero hacer un agregado. 


Hubo dos arbitrajes: el primero fue por un problema de que el Banco no aceptó planteamientos de las 
empresas que representaba Barboni relativos al relleno del terreno y los muros que había que construir. El 
Banco no aceptó las discrepancias. Entonces, como no había salida a este problema, nombramos el primer 
arbitraje. Quería agregar esto, que me parece muy importante porque fue un problema entre los técnicos del 
Banco y la empresa. En este caso, el Directorio sin ninguna duda, apoyó a la Administración. 


SEÑOR LORENZO.- ¿Esto refiere al relleno de un terreno en la Costa de Oro de Canelones? 
SEÑOR GIURIA.- SÍ. 


Hasta ese momento en el Directorio el que manejaba el tema de los números era el contador Saxlund, quien 
un día nos plantea que estábamos llegando con las empresas de Barboni a una ecuación casi perversa. El 
tenía un cupo que debía cumplir y del cual no se podía exceder. Es decir que la ecuación entre la cantidad de 
obras que tenía y lo que había que pagarle a él por los perjuicios que le estaba ocasionando el Banco, al 
decirle: "Bajá el ritmo de trabajo" y la obra que tenía que terminar, por ejemplo, en veinticuatro meses la iba 
a terminar en cuarenta y ocho, hacía que el Banco incurriera en gastos de prevencionistas, de seguridad, de 
serenos, etcétera. Es decir que lo que le pagábamos por avance de obra era inferior a lo que a él le quedaba a 
favor todos los meses. Es decir que la obra avanzaba, le pagábamos el avance y le debíamos más; habíamos 
llegado a una ecuación brutal. Ahí el señor Saxlund plantea el tema de parar las obras y renegociar con este 
Grupo a ver cómo podíamos salir de eso que estaba siendo absolutamente perverso para el Banco. 


Acá quiero abrir un paréntesis, porque no es problema de los servicios, de los Directores ni nada por el estilo; 
es una idea mía. El otro gran drama que hay es el tema de los pliegos. Se ve que cuando fueron redactados 
nunca se pensó en que el Banco podía tener una crisis como la que terminó atravesando y que atravesó todo 
el país. Entonces, yo presumo que con el espíritu de dar seguridad a las empresas, todo está redactado a favor 
del empresario si hay una crisis. El pliego mata al Banco, porque todo está a favor del empresario. Si no 
hubiera existido la crisis y se seguía, no habría pasado nada, pero en los momentos de crisis todo es a favor 


de las empresas constructoras y todo en contra del Banco. Creo que esto debe haber estado animado con el 
espíritu de dar certeza al empresario diciendo "Trabajá con el Banco que nunca te vamos a matar". 


Ahí es que el Banco ha quedado en una situación muy difícil para ponerse en línea con la defensa que puede 
tener un privado frente a la defensa del Banco. No veo esto como un tema de que los servicios son tontos y 
no se saben defender. No, los pliegos te llevan a que quedás sin defensa. 


SEÑOR LORENZO.- La perspectiva que plantea el ex Director Giuria está bien y la acepto, pero los 
pliegos contienen condiciones previas a la celebración de un contrato. Después de que se celebra un 
contrato, hay que cumplirlo. Vayamos a otro tipo de relaciones del Estado, por ejemplo, con los 
funcionarios públicos, que no son particulares -no voy a ingresar en una disquisición jurídica-, pero 
son personas físicas que hacen un contrato y tienen una relación funcional. Supongamos que el Estado 
tiene un problema, ¿cómo veríamos la situación si dijera que no va a pagar los sueldos de este mes? La 
verdad que el régimen laboral de un funcionario público que establece el derecho a cobrar su sueldo 
por trabajar de lunes a viernes es algo que puede perjudicar al Banco. 


Yo entiendo la perspectiva del ex Director Giuria a la luz de una crisis en la que el Banco debería haber 
tenido algunas herramientas para regular las obras y el cumplimiento de sus contratos, pero ni los pliegos del 
Banco -según tengo entendido- ni los de cualquier otro organismo público fueron redactados para beneficiar a 
las empresas, ni hay situaciones de ese tipo. Lo que pasa es que son condiciones para establecer a posteriori 
un contrato que, además, no puede apartarse de las condiciones de un pliego de licitación. Es eso; los pactos 
son para cumplirse y el Estado no es muy distinto a cualquier otro, por lo menos en la concepción que yo 
tengo, con relación al cumplimiento de sus obligaciones. 


Entiendo la manifestación del ex Director Giuria, inclusive hasta con cierta desesperación por haber vivido 
situaciones en las que no podía manejar las variables que incidían en la crisis, pero para violar contratos se 
requiere una ley y ciertas garantías, no la voluntad unilateral de uno de los contratantes. Entiendo la opinión y 
bienvenida sea, pero quiero moderar esa preocupación y quitar dramatismo. Esto, en la realidad, tuvo 
dramatismo a posteriori, pero no obedece a una cuestión que está mal planteada. 


SEÑOR GIURIA.- Tengo cincuenta y ocho años. Uno siempre vio a nivel popular cómo se charla y las 
imágenes que se reciben. Mucha gente te dice: "No, con el Estado no trabajes, porque te paga tarde, 
mal o nunca. Es un drama". Creo que a partir de todo eso, para tener una buena recepción de 
empresas que trabajen con el Banco -miren que esta es una idea mía; de repente estoy equivocado de 
palo a palo-, la reacción pasó por sacar la imagen de "Quedate tranquilo que nosotros no te vamos a 
perjudicar, no somos el Estado, que te va a perjudicar". Era un comentario. 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- Los pliegos son muy anteriores a cualquier llamado a licitación. Hay 
pliegos generales que están inscriptos en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, que de hecho 
están estableciendo cuáles son las directivas de un llamado a licitación. Además, hay pliegos 
particulares para el caso de las obras; entonces, a eso hay que ajustarse. Los pliegos son de 1994, de 
1986. Cuando se hicieron los llamados, sinceramente, los pliegos ya estaban confeccionados. Solo en 
uno hubo una modificación y fue para Canelones, pero previo al llamado a licitación; pos supuesto, no 
se sabía quién se iba a presentar ni nada por el estilo. La modificación era respecto del saneamiento. 
Antes se pedía saneamiento en la zona donde se iba a construir; después, se trataba de zonas en 
desarrollo, como Canelones y fundamentalmente lo que es Ciudad de la Costa, que está en desarrollo, y 
entonces allí había que agregar -decía el pliego- un saneamiento proyectado por las empresas. Ese es el 
agregado. 


SEÑOR GIURIA.- Esto coincide con lo que les comentaba. La última sesión del Director Moreira 
Graña fue cuando aprobamos paralizar las obras. También se retiró el señor Soria, por lo que el 
Directorio quedó integrado por la contadora Pérez Montero, el señor Saxlund y quien habla. La 
contadora Pérez Montero dijo que yo dejé de asistir a las sesiones, cosa que es absolutamente cierto. 
Dejé de asistir porque era un tema político, porque las venias estaban en el Senado y no sé qué 
problema tenían que no las votaban y porque se venía el plan de negocios que iba a aprobar el 
Directorio y no se votaba. Entonces, dije: ''No voy hasta que no voten las venias, porque hay dos 
compañeros que van a asumir, que pueden de repente hacer aportes en esto que se va a votar. ¿Y por 


qué no votan?". Entonces, dejé de asistir hasta que asumieron Delgado y Ausqui. Ese fue el tema por el 
cual no asistí más. 


SEÑOR FALERO.- Cuando se hace referencia a que se suspendieron las obras en la última sesión en la 
que participó el ex Director Moreira Graña, ¿eran las obras del Grupo Barboni? 


SEÑOR GIURIA.- Sí, con las que teníamos el drama de la ecuación. 


SEÑOR BERNINI.- En la última sesión en la que estuvo el Director Moreira Graña, ¿las obras se 
suspendieron por voto unánime del Directorio? 


SEÑOR GIURIA.- Sí. Fue unánime, salvo en una parte del arbitraje, que nosotros éramos partidarios 
de mantener. En ese momento asumen los señores Delgado y Ausqui y comienza toda la etapa de 
negociación con Barboni, explicándosele qué era lo que sucedía con esta ecuación que manifestaba el 
señor Saxlund que recién comentaba. Se realizaron innumerable cantidad de reuniones. La primera la 
hicimos Saxlund, Barboni y yo. Después se reiteraron otras más, con quien había quedado al frente de 
la Secretaría Letrada del Directorio, que era el doctor Fernando Agorrody, y con Winston Buzetta, que 
era la única excepción que teníamos en el Directorio del Banco; era una persona que debía retirarse 
por razones de edad y se mantuvo porque tenía que haber alguien que fuera el hilo conductor para que 
no se perdiera toda la cabeza de golpe, ya que alguien tenía que estar piloteando el tema en ese 
momento. 


El problema era que no se llegaba a posibilidades de acuerdo con la empresa y entonces se replantea el tema 
del arbitraje. Replanteado el tema del arbitraje, se vota, y la votación es tres a dos. Previo a la votación, 
también se hizo una consulta al doctor Carlos Delpiazzo, quien dejó un informe que, si no me equivoco, era 
de veintidós páginas. Le planteamos: "Estamos en esta situación. ¿Cómo la ves tú? Las posibilidades que 
tenemos acá son dos. Llegamos a una cruz de los caminos: o pasamos por un arbitraje o vamos a la Justicia e 
iniciamos todos los juicios que correspondan". En su informe, Delpiazzo sugiere el tema del arbitraje, entre 
otras razones también por el tema de las materias, que ahora voy a detallar bien. Quedamos votando por el 
arbitraje Delgado, Ausqui y yo, y Saxlund y la Presidenta Pérez Montero en contra; ellos eran partidarios de 
la vía de los juicios. 


Se manda el acta al Poder Ejecutivo -como se hacía con todas- y viene una observación del Poder Ejecutivo 
exhortando a que el Directorio rectifique el curso de acción que había tomado, con la firma del Presidente de 
la República, doctor Jorge Batlle, y en un informe en que se declara que la resolución del Directorio es 
inconveniente e ilegal. Cuando vemos eso -es de justicia decirlo- el propio Secretario Letrado del Banco, el 
doctor Fernando Agorrody, dijo: "Miren, sí, yo tengo el alto honor de discrepar con el Poder Ejecutivo, 
porque participo de las reuniones del Directorio y si yo viera que un Director está votando una cosa que es 
ilegal, mi deber es informarle. Por lo tanto, esto no es ilegal desde mi punto de vista". Pero bueno... 


Ahí se habla con César Ausqui. Los compañeros del Partido Colorado que estaban en el Directorio le dijeron 
que él integraba la representación del Poder Ejecutivo en el Directorio del Banco. El mecanismo era muy 
sencillo, porque habían activado el artículo 197 de la Constitución, es decir, votás o te vas; tan sencillo como 
eso. Entonces, César dijo: "Mi opinión es contraria, pero si en definitiva represento al Poder Ejecutivo y el 
Poder Ejecutivo quiere recorrer el camino de los juicios, adelante". Ahí se vota. Entonces, yo me voy a 
permitir leer el Acta N* 13.909, de 25 de mayo de 2004. Allí se dice: "Tema: M.V.O.T.M.A [...] Comunica 
observación del Poder Ejecutivo de 19/05/04, por inconvenientes e ilegales los numerales 2, 3 y 4 de la 
resolución de Directorio 0412/04 de 20/4/04 (Acta 13.904).- Por mayoría con las abstenciones de los 
Directores Gustavo Delgado y Raúl Giuria que fundamentan, se acepta el exhorto del señor Presidente de la 
República, dejando sin efecto los numerales 2), 3) y 4) de la resolución aludida.- Visto: Las actuaciones 
remitidas al Instituto por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en 
cumplimiento de la solicitud formulada por la Presidencia de la República Oriental del Uruguay con fecha 19 
de mayo del corriente.- Considerando: Que la resolución Presidencial consiste en: 1” Obsérvanse por 
inconvenientes e ilegales los numerales 2, 3 y 4 de la Resolución del Directorio del Banco Hipotecario del 
Uruguay N* 0412/04 de fecha 20 de abril de 2004, que consta en el Acta N* 13.904.- 2* Suspéndese la 
aplicación de lo dispuesto en los numerales observados de la Resolución individualizada en el numeral 
anterior.- 3 Exhórtase al Directorio del Banco Hipotecario del Uruguay a que en un plazo de diez días 


hábiles a partir de la fecha de notificación de la presente resolución, deje sin efecto los numerales 2, 3 y 4 de 
la Resolución del Directorio del Banco Hipotecario del Uruguay N 0412/04 de fecha 20 de abril de 2004.- 4 
Notifíquese, comuníquese, etc.- Resuelve: Por mayoría con las abstenciones de los señores Directores 
Gustavo Delgado y Raúl Giuria, que fundamentan, aceptar el exhorto del señor Presidente de la República, 
dejando sin efecto por tanto, los numerales 2), 3) y 4) de la resolución de Directorio [...].- A continuación se 
transcriben los fundamentos de las abstenciones de los señores Directores Gustavo Delgado y Raúl Giuria: 
Fundamentos del señor Director Gustavo Delgado: *El Poder Ejecutivo observa por “inconvenientes e 
ilegales” los numerales 2, 3 y 4 de la Resolución del Directorio del B.H.U. N” 0412/04 que consta en el Acta 
N* 13.904.- En tanto se discrepa con el citado doble orden de fundamentos, invocados por el Poder Ejecutivo 
para resolver la observación de referencia, se estima del caso dejar clara constancia de las razones de derecho 
y conveniencia que inspiraron la resolución observada y consecuentemente, la sin razón de los motivos que 
fundamentan la observación.- 1) Invocación de presunta ilegalidad.- La parte expositiva de la resolución del 
Poder Ejecutivo, explicita como fundamento determinante de su calificación que “... las propias 
estipulaciones contractuales y el marco jurídico de actuación del Banco Hipotecario del Uruguay, derivado de 
las normas públicas que lo regulan, constituyen la vía a transitar a fin de tender en primer lugar, a ejecutar 
plenamente los mismos, ejercitando la integridad de sus potestades”.- A partir de dicha aseveración se 
concluye -con error- que “...toda renuncia a prerrogativas derivadas de se marco normativo se considera 
además de inconveniente, ilegal”.- El tema fue objeto de consulta. En efecto el Directorio requirió la opinión 
del Prof. Dr. Carlos E. Delpiazzo, quien en un pasaje explicita su pensamiento en forma categórica: *...la 
admisión del arbitraje no implica comprometer el interés público en su superioridad frente a los intereses 
particulares y aún en su indisponibilidad. Pactar la cláusula compromisoria no es contrario al interés público 
cuando el ordenamiento jurídico, explícita o implícitamente, atribuye competencia a una entidad pública para 
ello. Por cierto, el ejercicio de la competencia (que es poder-deber) también es de interés público, como 
igualmente lo es el respeto del derecho del contratante cuando la solución de conflictos fue establecida en el 
contrato. Es que cuando una entidad estatal contrata, más allá del fin concreto que se persiga, siempre debe 
estar presente el interés público”. El consultante concluyó en los siguientes términos: “En el fondo, la 
negación del arbitraje en la contratación administrativa se apoya en la vieja, confusa y superada distinción 
entre los contratos administrativos y los contratos privados de la Administración, impuesta por los sistemas 
de doble jurisdicción y que, en el fondo, es una manifestación de la perimida teoría de la doble personalidad 
del Estado”.- Sin perjuicio de las citadas consideraciones, respecto de la procedencia específica del arbitraje 
como medio idóneo y arreglado a derecho para resolver conflictos en que se vea involucrado el B.H.U., el 
consultante no obvió recordar lo que, en tanto Directores de la Institución, tenemos obligación de tener 
presente; esto es, que de acuerdo con lo preceptuado por el art. 96 de la Carta Orgánica del Banco, con el 
texto dado por la Ley N* 15.100, “El Directorio tiene amplias facultades de administración y disposición para 
el cumplimiento de sus cometidos...”, señalando a posteriori que “entre otras” posee las siguientes facultades 
*...B) Actuar en procesos jurisdiccionales, conciliar, transar, someter a árbitros las contiendas, solicitar y 
acordar judicial y extrajudicialmente quitas y esperas y renunciar los recursos legales”.- La claridad de la 
norma, atributiva de competencia para acudir al arbitraje como medio de superación de conflictos, y la 
claridad de las conclusiones a que arribara el consultante citado, aventan cualquier especie de duda razonable 
respecto a que la resolución del Directorio observada por el Poder Ejecutivo pudiera adolecer vicio de 
ilegalidad de naturaleza alguno.- 11) Invocación de inconveniencia.- No puede obviarse recordar el tiempo 
que, infructuosamente, ha insumido hasta la fecha la búsqueda de soluciones transaccionales a los múltiples 
diferendos suscitados con el grupo empresario de referencia.- Tampoco puede obviarse la consideración de la 
multiplicidad de perjuicios que genera la indefinición de los citados diferendos; a saber los mismos afectan a 
trabajadores (hoy gozando de la extensión extraordinaria del beneficio del Seguro de Desempleo), 
potenciales beneficiarios de las obras suspendidas, costos que debe afrontar el organismo previsional por 
pago de los subsidios aludidos, deterioro de las mencionadas obras inconclusas, etc.- Todo ello, parece obvio 
afirmarlo, reafirma la necesidad de encontrar procedimientos de solución, que siendo perfectamente 
arreglados a derecho y sin desmedro de ninguna garantía para las partes, aseguren la más rápida dilucidación 
de los conflictos de referencia.- Por otra parte, parece pertinente recordar que la búsqueda de procedimientos 
que aseguren la celeridad en la resolución de conflictos, eso debiera ser siempre, connatural al interés 
público; ello es así de principio, por la sencilla razón de que la dilatación del conflicto nunca puede ser 
funcional al interés público. En el caso, además, es funcional al natural interés que debe inspirar a la 
Administración de no dilatar el encuentro de soluciones que permitan darle fin a los perjuicios de diferente 
índole y que respecto de diversidad de personas causa la situación referenciada.- La consulta formulada al Dr. 
Carlos E. Delpiazzo, aunque sin hacer evaluaciones específicas respecto del tiempo que insumiría una u otra 
opción para dilucidar los conflictos de referencia, toca tangencialmente el punto del mérito o conveniencia de 
recurrir al arbitraje al expresar lo siguiente: *...debe tenerse en cuenta” -dice Delpiazzo- “que las diferencias 


suscitadas entre el B.H.U. y el grupo empresario en cuestión, son de distinta índole y, por ende, su eventual 
planteo ante los órganos de justicia -cualquiera sea su promotor- generará una inevitable dispersión en razón 
de materia.- En efecto, algunos asuntos serán de competencia del Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
y otros los serán del Poder Judicial y, dentro de este, algunos lo serán de juzgados especializados de 
Montevideo y otros deberán ventilarse en el ámbito de competencia correspondiente al domicilio del 
demandado o a la radicación de las obras que se trate.- Tal dispersión aparejará resultados disímiles y 
separados en el tiempo, todo lo cual es evitable mediante la concentración de todos los conflictos en un solo 
Tribunal arbitral que, en un único procedimiento sencillo y breve, zanje el universo de los temas que separan 
a las partes”.- Como se advierte, y se comparte, no solo razones de naturaleza temporal -de por sí 
trascendentes- determinan la conveniencia de recurrir al arbitraje.- Finalmente, no alcanza a comprenderse 
que se señale “la existencia de situaciones en que entienden el fallo será claramente a favor del Banco 
Hipotecario del Uruguay? como fundamento para optar por un procedimiento de dilucidación que puede 
insumir años respecto de otro rápido y sencillo. En todo caso, se entiende que la claridad de los derechos del 
Banco a que alude la resolución del Poder Ejecutivo, fundamenta y refuerza la conveniencia de someter su 
dilucidación a un procedimiento -el arbitral- que insuma el menor tiempo posible. No se alcanza a advertir la 
ventaja de someterlos a un ritual procesal que podría insumir media década cuando, con totales garantías de 
imparcialidad y profesionalidad de los decisores, podría resolverse en cinco meses.- III) Responsabilidades. 
Hechas las consideraciones precedentes de las que se solicita quede textual registro en actas, se deja expresa 
constancia que el suscrito Director deslinda, a partir del día de la fecha, toda responsabilidad respecto de los 
efectos dañosos que de cualquier naturaleza se susciten a terceros y al B.H.U., derivados de la resistencia del 
Poder Ejecutivo a transitar el camino del arbitraje como instrumento idóneo, conveniente, y arreglado a 
derecho para dilucidar los diferendos de referencia”.- El señor Director Raúl Giuria expresa concordar 
plenamente con los fundamentos del señor Director Gustavo Delgado, a lo que se agrega: “Llama la atención 
que el Poder Ejecutivo no haya advertido que el Pliego de Condiciones, en el artículo 29 apartado D) 
establece una multa para la parte que deje de cumplir los actos indispensables para la realización del arbitraje. 
Dicha multa equivale al 4% del monto del contrato actualizado.- Habiéndose sometido a arbitraje todos los 
temas controvertidos en la resolución del 20 de abril de 2004, al revocar la misma hemos dejado de cumplir 
los actos indispensables para la realización del arbitraje.- Desconozco a cuánto asciende el monto de todos 
los contratos actualizados, pero estimo que debe tratarse de una importante suma en dólares". 


Es decir que nuestra posición en el Directorio era transitar la vía del arbitraje, fundamentalmente abonado en 
lo que nos decían los distintos Servicios del Banco en el sentido de que teníamos razón. Si yo tengo un 
diferendo con usted, y tengo razón, quiero que se resuelva lo más rápido posible porque me darán la razón a 
mí, gano y terminé con el asunto. 


El informe del doctor Delpiazzo también hablaba de arbitraje, de dispersión y de los temas para llevar a un 
arbitraje con las empresas de Barboni, que eran del eje de los 10, 11 o 12 puntos. El informe del doctor 
Delpiazzo partía de la base de que no en todos los casos iba a tener razón el Banco Hipotecario ni tampoco en 
todos los casos iba a tener razón Barboni. Es decir que tenerlo todo junto ayuda, porque después compensar, 
ver si en Rocha había ganado Barboni o en Montevideo el BHU, iba a ser un lío brutal. Esta fue la solución o 
la opción que creímos más viable para el tema. 


¿Qué otro análisis hago de esto? 
SEÑOR BORSARI BRENNA.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR GIURIA.- En seguida, señor Diputado. 


Me llama poderosamente la atención que semejantes temas no estén incluidos en el informe de la auditoría; 
no hay nada; no está la firma del Presidente de la República, no están los que votaron, no están los 
fundamentos nuestros. Inclusive, en la otra se establece que voté discorde y no se informa qué voté. Esta 
auditoría es absolutamente sesgada; está hecha con una subjetividad tan brutal que sobre los temas que no 
conozco me siembra dudas, porque si los que conozco no están... 


Es lo que quería manifestar en cuanto a este tema. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- A la luz de la lectura del informe de la "auditoría" -entre comillas, 
quería preguntar cómo de él no surge este brutal documento que acabamos de conocer y que 
seguramente van a proporcionar a la Comisión a efectos de que sea repartido. Me refiero a cómo no 
figura allí esta, diría, prueba, de por qué, entre otras cosas, el Partido Nacional estaba en los 
Directorios de los entes públicos. Como aquí una legisladora que ya no está en el Parlamento preguntó 
en algún momento para qué estaban, yo digo que, entre otras cosas, para esto: para discrepar nada 
más ni nada menos que con el Presidente de la República en un caso en el que, a la luz de lo visto y de 
lo informado recién, si se hubiese tomado otro camino, hoy el Estado no tendría que afrontar juicios 
millonarios en dólares. Pero, bueno; eso será cuestión de la discusión posterior. De cualquier manera, 
mi duda ya fue aclarada. 


SEÑOR GIURIA.- En una parte de su intervención, la ex Presidenta, contadora Pérez Montero, 
manifiesta que uno de los temas que se charlaron fue el de ver si podíamos rescindir los contratos. El 
contador Saxlund, entonces Vicepresidente del Banco Hipotecario, manifestó: "¿Y si exploramos la 
posibilidad de rescindir los contratos?". Entonces, se rescinden los contratos y se hace un nuevo 
llamado para finalizar las obras. Inclusive, Saxlund dijo: "Que se presente también Barboni; pero 
terminamos con este tema". 


Pero, ¿qué pasó? Se hizo una consulta al Tribunal de Cuentas y este dijo que no era posible. No los quiero 
someter a la lectura de otro documento, pero voy a leer la parte final de este informe. Este tema estaba 
vinculado a que el 15 de abril de 2004 se dictó una sentencia que condenó al Banco por otro episodio relativo 
a unas obras que hizo Barboni en los años ochenta en Treinta y Tres, con la modalidad de acciones 
coordinadas con la Intendencia. El Banco Hipotecario quedó condenado en un 20%, la empresa de Barboni 
en un 40% y la Intendencia en un 40%. La consulta al Tribunal de Cuentas tenía relación con este tema y se 
establece en el Considerando 2): "que la disposición citada" -en cuanto a si puedo contratar con una persona 
que ha perjudicado al Estado- "establece un impedimento legal para celebrar contratos en el futuro, pero no 
para la reanudación de obras de los Complejos Habitacionales a cargo del Grupo Barboni, ya que las mismas 
corresponden a contratos de arrendamiento de obra ya suscritos. Que si la Administración asigna efecto 
retroactivo a lo enunciado en el artículo 43 del TOCAF, que regula la capacidad jurídica para contratar con el 
Estado, tal criterio podría ser susceptible de generar responsabilidad del Estado conforme a lo dispuesto por 
el artículo 24 de la Constitución de la República". Es decir que esta sentencia nos impedía hacerlo. También 
dejo este informe en poder de la Comisión. 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- Quiero complementar lo relativo a las acciones coordinadas respecto a 
las que se dicta ese veredicto. 


En las acciones coordinadas, el Banco Hipotecario trabaja directamente con las Intendencias Municipales. Es 
decir que se trata de un convenio entre las Intendencias y el Banco Hipotecario. Son las Intendencias las que 
llaman a licitación a las empresas para construir. Es decir que en este caso las responsables serían las 
Intendencias Municipales, que son las que contratan a las empresas, y no el Banco. En este caso, el Banco 
Hipotecario no tenía nada que ver con las empresas porque eran las Intendencias las que las contrataban. Hay 
una enorme cantidad de viviendas en todo el país que han sido construidas bajo la modalidad de acciones 
coordinadas. En este caso se trajo a colación esta obra que se hizo en Treinta y Tres. Dicho sea de paso, en el 
primer período en que estuve en el Directorio, me tocó ir a hacer todas las tratativas para reiniciar las obras 
que se hicieron después por administración delegada y se terminaron. 


SEÑOR GIURIA.- Quería agregar un par de cosas más. 


En este tema era inevitable ir a juicio porque el Poder Ejecutivo optó por eso. 


En la versión taquigráfica de las sesiones de esta Comisión leí que algunos Diputados se preguntaban cómo 
no habíamos comentado eso. Yo confieso que pensé que era un tema sobre el que se habían puesto de acuerdo 
para no preguntar. Ahora, les aviso que hay otro juicio contra el Banco de más de treinta empresas. Les voy a 
decir todo para que después no digan "Giuria: viniste por tercera vez y no nos dijiste". 


La licitación N* 2 del año 1999 tuvo su transcurso y se notificó a las empresas que ganaron, entre las que, por 
suerte, no había ninguna de Barboni. De modo que Barboni no está vinculado con esto. Las treinta y pico de 


empresas forman parte de la Cámara de la Construcción. 


Después de la crisis y de la reforma de la Carta Orgánica, el Banco no construye más sino que termina lo que 
está empezado. Pero las empresas que ganaron la licitación de 1999 dicen: "Yo gané; me dijeron que gané; 
señé el terreno para construir y ahora me dicen que cambió la Carta Orgánica". No se cómo se va a hacer; no 
sé cómo arreglarán, pero anuncio -y así agoto el stock de cosas a comentar- que no es un juicio chiquito, 
porque son 1.600 viviendas, 800 en Montevideo y 800 en el interior. 


SEÑOR DELGADO (don Gustavo).- Quiero señalar que a mí me correspondió el período más breve de 
los tres Directores aquí presentes. Yo ingresé en enero del año 2004, junto con el doctor Ausqui, a quien 
todavía ustedes no conocen. 


Leyendo la documentación que me fue enviada, me veo referido por la Presidenta de aquella época, la 
contadora Pérez Montero, en forma elogiosa, cosa que retribuyo. Fue un trabajo muy intenso, que llevó un 
año, y la excepción fue no estar en reunión de Directorio, ya que ese año fue una reunión de Directorio de 
corrido. Ahora, hay una ventaja: se grabaron prácticamente todas las reuniones de Directorio. O sea las 
posiciones, las fundamentaciones, las discusiones quedaron todas grabadas. En ese sentido, tanto la Comisión 
como el Directorio superviniente, o quien sea, tiene los elementos de juicio para manejar qué se votó frente a 
cada tema y por qué. En el caso concreto que planteó Giuria recién -él leyó también la fundamentación in 
extenso- este fue un aspecto importante, aspecto que reiteramos en el caso de este conflicto al cual hacía 
mención: contraposición de intereses con la Cámara de la Construcción. 


Nosotros volvimos a plantear allí el recurso del arbitraje y volvió a ser observado por el Poder Ejecutivo; 
tampoco corrió. Evidentemente, el Poder Ejecutivo de la época tenía una opinión adversa a la herramienta del 
arbitraje para la solución de controversias y así lo asentó. Las dos veces el Banco se avino a lo que disponía 
el Poder Ejecutivo; por lo tanto, no hubo arbitraje. Es un tema que quedó y cada uno tendrá que definir por 
qué lo votó y por qué no lo votó. Nosotros definimos por qué nos parecía una solución conveniente. 


En el resto de los aspectos, no aparece este ex Director directamente mencionado; sí estoy aquí para contestar 
cualquier pregunta que a la Comisión le parezca interesante. No voy a decir que no estuve en todas las 
reuniones; estuve en todas las reuniones. No voy a decir que no participé en las discusiones; participé en 
todas las discusiones. Fue un Directorio abierto, en el cual se plantearon y definieron todos los temas; se 
procesó una cantidad de aspectos que hacen a la renovación de la plana gerencial del Banco, con 
participación de los funcionarios, del sindicato y con la nuestra; se determinó el plan de negocios del Banco, 
el funcionamiento del Banco y de las agencias del Banco -que era otro tema en discusión- y el 
funcionamiento del Banco en el interior, que fue un elemento que defendimos mucho. Nuestros únicos viajes 
fueron a Tacuarembó y Paysandú. Lo dejo aclarado desde ahora por cualquier pregunta que pudiera surgir. 


En otros aspectos, les ahorro tiempo a los señores Diputados para que puedan formular sus preguntas. 


SEÑOR GIURIA.- En el tema de la resolución del arbitraje, consideré que fue una delicadeza de parte 
del Director Delgado haber propuesto que la elección del árbitro en representación del Banco lo 
propusiera el Poder Ejecutivo en nombre de la institución. Esto también quedó en actas para dar total 
garantía. De alguna manera se estaba diciendo: "Nosotros no nos metemos en ese tema; elijan a la 
persona". 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- Yo quiero agregar algo a todo esto. 


Nosotros siempre hemos actuado, siendo minoría, en defensa de la institución, aunque parece que la auditoría 
dice todo lo contrario. En todos los casos que ustedes nos quieran preguntar, nosotros les vamos a contestar 
por qué se hicieron las cosas; siempre fue con una finalidad: la defensa del organismo. 


Yo estuve en el Banco seis años nada más, y en ese período nunca hice un kilómetro hacia el aeropuerto. 
Nunca. Nosotros creíamos que nuestra obligación estaba en el interior del país, es decir, donde en general los 
Directorios no tienen una acción -diría- activa. Nosotros nos dedicamos a trabajar en todo el interior del país, 
con las distintas organizaciones, con los funcionarios, llevando en cada viaje que hacíamos a los técnicos del 
Banco para resolver los problemas de cada una de las zonas del país, que eran enormes por los defectos 


constructivos que había. Se hicieron cosas trascendentes por los años noventa -yo no estaba en el Banco-, 
como fue el mejoramiento de la calidad de las viviendas, adhiriendo al ISO 9000. Muchas veces hubo que 
cambiar proyectos ejecutivos en base a ese mejoramiento de calidad. Eso lo recuerdo. 


Quería decir esto porque creo que es algo importante. 


SEÑOR BERNINIL- Luego de la extensa participación de los invitados, a quienes nuevamente 
agradecemos su presencia, voy a referirme a algunos aspectos. 


Yo no quiero ser muy extenso en esta historia; simplemente voy a hacer algunas consideraciones en función 
de lo expuesto y de los elementos que estamos tratando de analizar y voy a formular algunas preguntas. 


En primer lugar, cuando la Cámara nos asigna la responsabilidad de efectuar un estudio -como bien decía el 
señor Diputado Borsari Brenna, remitido del 2000 al 2005, independientemente de que los procesos 
empezaron antes y muchas veces tenemos que acudir a etapas anteriores-, lo hacemos en función de una 
constatación no opinable -diría-, de una realidad objetiva: ¿cómo está el Banco Hipotecario? ¿Qué quedó del 
Banco Hipotecario? Cuando se hace referencia a que se está encaminando a una posible modificación de su 
carta orgánica, de su estructura, entre otras cosas, también hay que decir que se va a tener que capitalizar, lo 
que significa cientos de millones de dólares. Hoy es bastante difícil sacar la cuenta de las pérdidas que ha 
ocasionado al conjunto de la sociedad. Notoriamente, la crisis del 2002 fue un factor determinante. Insisto en 
que esta es una consideración, pero vale la pena que la haga para poder enmarcar lo que luego voy a pedir 
gentilmente se me aclare. 


Desde mi punto de vista, la crisis de 2002 fue un factor determinante; en todo caso, un factor detonante. El 
hecho de que se trate de una empresa financiera que da créditos hipotecarios, en la que por un lado está la 
meta de la vivienda social y, por otro, la parte comercial del Banco, pero está todo integrado en una sola 
contabilidad y en un solo instituto, creo que también pudo habernos ocasionado problemas. Obviamente, la 
fusión de las dos cosas se dio en la dictadura. 


Y voy más allá. Estamos hablando de un Banco -lo digo siempre- que en determinado momento era el que 
pagaba más interés, el que tenía interés en captar a noventa días y en dólares, pero que prestaba a veinticinco 
años y en pesos; objetivamente esta es una ecuación o un descalce que, más tarde o más temprano, iba a 
provocar esta situación. En todo caso, lo que la crisis provocó fue una precipitación, porque hubo una corrida 
bancaria, pérdida de poder adquisitivo de la gente, poco retorno de los créditos o de los repagos, etcétera. Esa 
es la realidad y, objetivamente, hoy arrancamos con un Banco Hipotecario en esta situación. Sobre esa 
realidad es que estamos tratando -independientemente de analizar muy groseramente esto que acabo de decir- 
de ir a los detalles concretos de algunas situaciones que nos preocupan. 


Reitero que fui quien planteó a la Comisión en su momento que nos enviaran una auditoría consolidada 
porque las empresas del señor Barboni aparecían en varios ítems. A estas empresas enumeradas aquí quiero 
agregar Glenby, que es la empresa del Plan Fénix, SADUF. Quiere decir que además de que en determinado 
momento este grupo empresarial tenía el 35% de las obras que se estaban ejecutando, había que agregarle el 
proceso del Plan Fénix. Lo que encontramos es un denominador común, un contradictorio permanente con 
este empresario y sus empresas, que no nace a partir de estas obras que están adjudicadas -la de Canelones, la 
de Rocha y la de Maldonado-, sino que viene de antes, como de la obra de Treinta y Tres y en el propio 
desarrollo del Plan Fénix, y hay juicios cruzados de todo tipo. Por ello, era obvio que necesitábamos 
introducirnos en el estudio de este tema. 


¿Cuáles son algunas de las consideraciones? En primer lugar, quiero destacar que puedo hasta coincidir 
respecto a que hay algunos juicios de valor en la auditoría que, desde mi punto de vista, no corresponderían. 
Creo que es un dato más de la realidad, y si ustedes lo leyeron van a poder llegar a la misma conclusión, pero 
yo me baso más en que el informe del Departamento de Asesoramiento Legal en varios aspectos desecha 
algunos comentarios pero, en otros, llega a conclusiones en las que recomienda al Directorio iniciar juicios 
penales. 


Ustedes han intentado ir paso por paso en la experiencia que tuvieron en el tema. La primera pregunta que 
quisiera hacer es qué consideración les merecen las actitudes del empresario Barboni y el hecho de haber 
llegado a este extremo, al arbitraje, a la suspensión de obras, a la posibilidad de rescisión del contrato y, 


posteriormente, a juicios que, en todo caso, son el corolario del proceso. Como ustedes han planteado 
también, hay una sistemática contradicción con este empresario, tanto por parte de los servicios como de los 
distintos sectores del Banco respecto a las liquidaciones, a cómo se pagaba, a cómo se dejaba de pagar, en 
qué moneda, en qué plazo, etcétera. 


En segundo lugar, me voy a remitir a algunos aspectos en los que ustedes han incursionado. Hay una serie de 
aspectos que hacen a la licitación y a la adjudicación de las obras, y no estoy haciendo referencia a una 
posible ilegalidad; en todo caso, anoto algunos problemas de oportunidad en cuanto a la viabilidad de las 
obras. Por ejemplo, en la auditoría se dice que hubo una consulta del Directorio a la Asesoría Letrada previo 
al análisis de las propuestas para la construcción de este grupo de viviendas, de estos complejos en 
Canelones, sobre el valor que tenían las resoluciones del jurado que actuaba normalmente, en la 
consideración de la viabilidad concreta y técnica de las ofertas que se han planteado. También surge de la 
auditoría que el jurado -que creo que está integrado por personal técnico del Banco, de las oficinas 
especializadas y hasta por un arquitecto de la Sociedad de Arquitectos del Uruguay y no sé si por alguien 
más, pero por lo menos eso lo tengo claro-, en dos oportunidades, se expidió en contra de la propuesta de las 
empresas de este empresario respecto a la posibilidad de desarrollar esos complejos que finalmente fueron el 
A 105, A 106,A 107 yA 108. 


Luego el Presidente del Banco conforma un grupo de trabajo. Y en este punto quiero insistir en que no 
cuestiono la legalidad o no, pero existía un procedimiento con un jurado que en dos oportunidades y con 
fundamentos -que no quiero entrar a considerar- hizo referencia a por qué no era conveniente la adjudicación 
de estas obras y se crea un grupo de trabajo donde comienzan a aparecer actuando permanentemente los 
mismos altos jerarcas gerenciales del Banco Hipotecario; me refiero a la Subgerencia de Arquitectura, 
particularmente a los señores García Percovich, Cirillo, Vallazza, que a contrapelo de lo que el jurado en dos 
oportunidades había planteado, termina aprobando ocho programas en los que las empresas que representaba 
este empresario se encargaban del 82% del total de las viviendas de esos ocho complejos; es decir que realizó 
290 unidades de un total de 352. 


También me importa saber cuál era la visión de ustedes respecto a este tema, cuando los informes técnicos 
normales de los miembros de ese jurado externo -creo que es sabio que la Sociedad de Arquitectos participe, 
por ejemplo- de alguna manera plantean inviabilidad, con fundamento, y luego se crea un grupo de trabajo 
que, sin demasiado fundamento, de acuerdo con lo que he leído, recomienda esto al Directorio y este avala 
esta realidad 


Luego se hace referencia a que la adquisición del terreno se da de una manera tal que el precio fue tres veces 
más alto de lo tasado originalmente por el Banco -esta era otra de las preguntas que quería formular-, que 
había problemas catastrales de los terrenos, y se refiere a la incidencia del costo del terreno en el monto de la 
obra, que se fijaba en un 10% pero en este caso era de más de un 17%. Además, se dio una resolución de 
Directorio en la que no se exigía venta previa y, por tanto, esa exigencia tampoco se tomó en cuenta. De 
hecho, prácticamente no se registraban ventas previas. 


Concretamente, los pliegos que topeaban la cantidad de viviendas por empresa de esos complejos que se iban 
a construir en esa zona de Canelones establecían 75 unidades por empresa, pero este empresario en cuatro 
empresas llega a 290 unidades. Eso rompe con el tope máximo exigido por las propias condiciones 
planteadas. Entonces, queremos saber por qué se dio ese exceso si en definitiva podían ser empresas de 
distinto nombre pero claramente pertenecían al mismo empresario. Asimismo, no se incluyó en el proyecto el 
saneamiento externo, lo que después trajo unos problemas brutales -ustedes hicieron referencia a esto- ya que 
este era uno de los argumentos fundamentales por los que el jurado recomendaba que no se adjudicara; 
precisamente lo hacía porque no había proyecto de saneamiento externo, si bien estaba exigido en las bases. 
Entonces, no estaba presupuestado el saneamiento externo, pero en las bases estaba incluida su exigencia a la 
hora de analizar los proyectos. En este caso, hubo observaciones del Tribunal de Cuentas respecto a la 
igualdad de oportunidades de los oferentes porque, al haberse aprobado estas ofertas en las que no se incluían 
algunos aspectos que se exigían en las bases cuando otras empresas habían licitado con esos valores, 
objetivamente el Tribunal de Cuentas observa que los distintos oferentes tuvieron desigualdad de 
oportunidades. 


En definitiva, surgen una serie de aspectos respecto al llamado, al estudio de la viabilidad de los procesos, a 
lo que faltaba de esos proyectos y a lo que finalmente concluyó, que fue la aprobación de estos cuatro grupos 


de viviendas adjudicadas a este grupo empresarial. Sobre este capítulo del llamado y de la adjudicación, 
podemos decir que es el inicio de lo que concluye después cuando entramos a analizar el arbitraje, los 
incumplimientos, las contradicciones y los problemas que se generan con este empresario. 


Por otra parte, luego de desarrolladas las ofertas -eso también se observa respecto al desarrollo de la 
situación-, transcurre un tiempo fuera de lo normal respecto a la firma de los contratos. Previo a los contratos, 
comienza a solicitarse por parte del empresario una serie de adicionales; esto empieza a complicar la propia 
firma de los contratos. Transcurren treinta y dos meses, cuando normalmente hay un promedio de seis meses 
entre la adjudicación y la firma de los contratos; no estamos hablando de seis meses a doce meses, sino de 
seis meses a treinta y dos meses. Hay idas y venidas respecto a los planteamientos que distintas oficinas 
técnicas del Banco tienen que ir estudiando, a los efectos de ver cómo hacen viable lo que el jurado 
originalmente había dicho que no era viable y se había adjudicado igual. Esto va haciendo la situación más 
compleja. 


SEÑOR LORENZO.- Los adicionales no los genera el empresario sino el Banco. Este es uno de los 
problemas que tenemos en la investigación. Es un problema, como señala bien el señor Diputado 
Bernini. Uno de los problemas centrales de esta relación -y de todas- es cuánta previsión se tiene 
cuando se plantea una obra y después cuántas cosas se piden por fuera de lo que se contrató y qué 
costo tiene esto. Todos son temas muy delicados 


Quería hacer esta precisión. 


SEÑOR BERNINI.- La adjudicación se aprueba el 30 de diciembre de 1998 y los contratos se firmaron 
en agosto de 2001; no es una situación común. ¿A qué se puede adjudicar esta realidad? ¿Por qué se 
demora? En primer lugar, porque la propuesta que aprobó el Directorio, de acuerdo con lo que surge, 
no contaba con proyectos de saneamiento, con proyectos de evacuación de lluvia en un terreno 
inundable -creo que si pasamos, lo vemos-, había un problema de pendientes de terreno no resueltos, 
había problemas catastrales, había trámites que se decía se habían iniciado en la Intendencia 
Municipal de Canelones, pero no era así o no consta que se habían iniciado, y se forma una especie de 
negociación de este empresario, nuevamente con jerarcas que ya habían estado en el grupo de trabajo 
y que, a contrapelo del jurado, habían dicho que estaba bien que se le adjudicaran las obras. Me 
refiero concretamente a García Percovich y Cirilo, que se encargan de negociar con el empresario, de 
acuerdo con sus exigencias para la firma de los contratos y de acuerdo con las exigencias del Banco que 
existía el contradictorio. 


Se llega a una transacción económica. No voy a decir lo que dice la Auditoría, porque es un juicio de valor; 
pero objetivamente se ajustaron aspectos del proyecto que implicaron adicionales, cuando los informes 
técnicos de la Sección "Proyecto y Dirección" objetaron la legalidad de esos adicionales porque los ajustes de 
un proyecto jamás implican adicionales al Banco. En todo caso, los adicionales son posteriores, pero no para 
corregir un proyecto que fue aprobado en función de la oferta. Eso también genera desigualdad a la hora de 
analizar a los oferentes, contratar o adjudicar una obra. En este caso hay una observación concreta de un 
sector técnico del Banco, se objeta la legalidad de esos adicionales. 


No se encontró el original de la constancia de la Intendencia Municipal de Canelones sobre el tema del 
supuesto proyecto de saneamiento externo; sí se encontró un fax, pero de la empresa de Barboni, que se 
remite al Banco. Nunca presentó ningún tipo de documentación. El permiso de construcción de la 
Intendencia Municipal de Canelones no tenía en cuenta las modificaciones que estaban planteadas. No soy 
especialista en la materia, pero hablando en criollo y aplicando sentido común, puedo decir que este tema 
nació mal y se hizo muy complejo. Sistemáticamente aparecen problemas y contradictorios con empresarios 
no solo en este tema, sino en todos los emprendimientos y obras que se adjudicaron por parte del Banco. 
Simultáneamente a esto, capaz que ustedes trataban este tema como primer punto del orden del día en el 
Directorio y el segundo punto era el Plan Fénix. ¿Quién estaba? El mismo empresario. Por eso, reitero mi 
primera pregunta: ¿qué opinan de este comportamiento y de la suerte que corrió el Banco respecto a esta 
situación? 


No hubo planos autorizados por la Intendencia respecto al fraccionamiento del terreno, las calles de los 
conjuntos pasaron a ser de órbita pública, no hubo aprobación del plano de fraccionamiento, el adicional por 


sanitaria interna no correspondía, porque tendría que haber estado incluido en la propuesta original del 
proyecto. Hay un informe técnico en contra de un adicional que se aprobó para el relleno del terreno, porque 
se supone que ya estaba incluido en el precio licitado. Esto también significa una desigualdad de 
oportunidades para los distintos oferentes, y se pagó. Se aprobaron adicionales por un 17% más de lo 
ofertado, o sea que equivale a un 17% más por los cuatro conjuntos que se habían aprobado; es un conjunto 
habitacional más. No es un adicional proporcional, porque estamos hablando del mismo empresario, no del 
Complejo A, B o C. Era un paquete. Es más: se pretendía hacer cuatro complejos más y no daba el cupo. Acá, 
la Auditoría también incurre en algunas subjetividades que no voy a mencionar, pero a partir de algunos 
informes técnicos da a entender que ya se tomaban en cuenta esos cuatro complejos que no habían sido 
aprobados. Insisto en que no lo voy a plantear. 


También está todo el capítulo de acopio de materiales. La prueba del nueve es que no se sabe en dónde están. 
Independientemente de que acá se habla de que no había partidas para acopios, de que se modificaron 
disposiciones, de que se volvieron a modificar, el 30 de agosto del 2001 el Banco Hipotecario paga 

$ 30:000.000 más $ 14:000.000 de ajuste de precio por concepto de acopio. Lo que pagó por acopio equivale 
a un conjunto habitacional entero más. Recuerdo que el contrato se firmó luego de treinta y dos meses, en 
agosto de 2001. En mayo del 2001 se reabre el régimen de acopio, en cinco obras de Barboni, -cuatro en 
Canelones y una en Maldonado- y se pagó el 69% del total del dinero liberado por el Banco, a las obras del 
Banco en construcción, por concepto de acopio. 


Pregunto acerca de la concentración de los dineros que se adjudicaron a este empresario, porque esto surge a 
ojo de buen cubero y aunque uno sea lego en la materia. Sobre todo quiero saber dónde están, qué control 
hizo el Banco, porque de acuerdo con las disposiciones de los acopios, los tiene que meter en un galpón para 
tener la posibilidad de inspeccionar. Con las boletas correspondientes, tiene que justificar esos dineros que se 
adelantan por concepto de acopio. De acuerdo con los informes que existen -y acá la Jurídica hace centro en 
ese tema-, no se sabe dónde están, no se controlaron; hasta el día de hoy no se sabe dónde están. 


Hay falta de documentación respecto a los adicionales; se ha tratado de recomponer; insisto en que esto surge 
de lo que nos dicen. Hay todo un planteamiento con respecto al saneamiento externo, que fue muy 
complicado. Se aprobó pagar como adicional cerca de US$ 2:000.000, cuando no tendría que haber sido 
aprobado como adicional, porque tendría que haber formado parte de la propuesta que fue aprobada por el 
Directorio y que, precisamente, fue lo que objetó el jurado para dar viabilidad al proyecto. Entonces, la 
prueba del nueve es que se aprueba como un adicional por encima del precio pactado en el contrato, 
precisamente, una de las objeciones que hizo el jurado cuando dijo que no era viable. Además, se trataba de 
un terreno con dificultades topográficas en cuanto a la evacuación del agua y al saneamiento externo. Pero se 
aprueba como un adicional. Queremos saber por qué se aprobó como un adicional cuando precisamente había 
sido objetado por el jurado que había actuado, en cuanto a que si no tenía proyecto de saneamiento externo 
no podía ser considerado un proyecto viable. Se aprueba y después se le da como adicional. Queríamos saber 
qué nos podían decir al respecto. 


Me voy a referir también a un famoso tema -insisto: si uno analiza el informe de la Jurídica, verá que desecha 
algunos aspectos que plantea la Auditoría y a otros los convalida-, al pago de US$ 1:000.000 por el complejo 
de Rocha. Existían y existen informes técnicos que fueron brindados al Directorio, que dicen que se había 
incurrido en un error respecto al cálculo, producto de un cambio de paramétricas. No se hizo lugar al informe 
técnico correspondiente y el Directorio optó por no reclamar, por no deducir ese dinero de otras partidas que 
ese mismo empresario estaba percibiendo, producto de que tenía muchos complejos habitacionales. Ante la 
negativa del empresario de devolver lo que se le había pagado mal, tampoco se optó por acudir al terreno 
judicial. Nos interesa saber la posición de ustedes al respecto y cuál fue el argumento por el cual el 
Directorio, ante algo tan constatable -es una operación matemática que los informes técnicos contienen y que 
no ameritaba subjetividades; son datos objetivos, matemáticos-, optó por no reclamar, exigir y cobrar ese 
US$ 1:000.000 de más que se le pagó a este empresario; también por esto hay un juicio. No quiero acaparar 
el uso de la palabra, pero claramente está la temática de los complejos de Maldonado, etcétera. 


Debo reconocer -esto es importante- que ustedes aportaron hoy un elemento que hasta ahora no había 
aparecido; no solo no consta en el informe de la Auditoría, sino que tampoco en las distintas intervenciones 
de los diferentes Directores y jerarcas que pasaron por aquí desde el mes de marzo a la fecha, incluyéndolos. 
Me refiero al mandato del Presidente de la República, como surge claramente de este documento que usted 
nos ha aportado; es un elemento importante a la hora de la valoración. 


Ustedes hacían referencia a que el Tribunal de Cuentas fue consultado respecto a la posibilidad de rescisión 
del contrato. También lo ha aportado como elemento de trabajo a la Comisión. Por lo que nos dijeron otros 
Directores que eran mayoría -ustedes tuvieron acceso a esas actas- sabemos lo que ellos planteaban respecto 
a cuál era su objetivo en el momento de valorar qué hacer con el grupo empresarial de Barboni. Quiero que 
esto conste especialmente en la versión taquigráfica. A mí también me preocupa lo de los juicios contra el 
Estado, y comparto sistemáticamente la inquietud del señor Diputado Lorenzo. Creo que en toda relación 
humana, ya sea individual, colectiva, institucional, contractual o lo que fuera, el principio de la buena fe es el 
que rige las relaciones. Y uno de los objetivos que me parece que esta Comisión está llamada a desarrollar es 
la buena fe a la hora de analizar el comportamiento, que siempre tiene que prevalecer como condición o 
contexto que regula también las relaciones comerciales y contractuales. 


Yo quiero decir que ante el drama histórico que vivió el país en el año 2002, los empresarios de la 
construcción de este país, nucleados en su gremio, analizaron y llegaron a la conclusión de que el mal menor 
para ellos y para el país era renegociar con el Banco las condiciones del pago de los certificados de avance de 
obra, porque asumían la incapacidad del Banco de poder cumplir. Hubo otro empresario -fue el único- que, 
teniendo un acopio importantísimo de obras -insisto en que aproximadamente el 35% de los complejos- se 
paró arriba de las multas y no valoró el momento que vivía el país. No quiero agregar elementos porque todos 
sabemos lo que vivió el país; cada uno de nosotros lo vivió, desde el lugar que le tocó. Pero, por sobre todas 
las cosas, prevaleció el ansia de este empresario de acumular rentabilidad por encima de lo que significaba el 
sacrificio que estaba viviendo el pueblo uruguayo. Esto enaltece a la Cámara de la Construcción, que fue la 
que negoció y acordó y, de hecho, también da un contexto a la hora de analizar estos problemas que tenemos 
al día de hoy. 


Tanto la contadora Pérez Montero como el propio Saxlund nos plantearon que, de acuerdo a su punto de 
vista, ante la acumulación de situaciones contradictorias que tuvieron que asumir cuando ingresaron al nuevo 
Directorio al final del mandato, ellos analizaron y propusieron la necesidad de rescindir los contratos con el 
Grupo Barboni. El argumento que ellos daban era que había que detener de alguna manera lo de las multas 
por los atrasos; era imposible hacerles frente porque en ese momento el Banco no tenía ni para pagar los 
sueldos; ustedes lo saben. Ustedes saben que tenía que pedir prestado al Banco Central o al Banco República 
para poder cumplir con los costos operativos, es decir, para pagar la luz, los sueldos, etcétera. Cuando 
acudieron aquí la contadora Pérez Montero y el contador Saxlund nos dijeron que no pudieron rescindir los 
contratos -ellos consideraban que esto era lo menos malo para evitar los juicios- porque se necesitaba la 
unanimidad de los votos del Directorio, con la que no se contó. De acuerdo con su responsabilidad dentro del 
Banco, entendían que ese hubiese sido el mal menor, una vez detonada esta situación, más todo lo que venía 
atrás. 


Recién nos acaban de aportar un elemento respecto a la consideración del Tribunal de Cuentas, como tantas 
consideraciones de ese Órgano que no fueron tenidas en cuenta ni levantadas a la hora de todo este proceso de 
los complejos que se adjudicaron. Nos dijeron que al no lograr la rescisión de los contratos, suspensión de 
obras -lo que fue aprobado por ustedes como minoría-, ahí lo que hay es una visión en contradictoria de 
mayorías y minorías respecto al posible arbitraje de este proceso, a litigar y condicionar lo que puede ser este 
proceso. 


Exactamente lo mismo ocurrió con el tema Saduf-Plan Fénix. Les recuerdo que el Directorio que integraba 
Saduf al final de la etapa, el mismo día en el que hubo un cambio de Directorio en el Banco Hipotecario, 
concurrió al Juzgado para levantar la demanda por un supuesto acuerdo con el empresario Barboni. El actual 
Directorio del Banco Hipotecario del Uruguay lo primero que hizo fue cerrar Saduf, remover al Directorio y 
tratar de conocer cuál era la realidad, producto de esta situación. La misma contradicción: opiniones de 
arbitraje o de negociación y opiniones de vamos a juicio hasta las últimas consecuencias. 


Una pregunta que me surge es cómo se formaba el Tribunal arbitral de acuerdo con los procedimientos, 
reglamentos, etcétera. Concretamente, no tengo claro cómo se integraba; si eran dos miembros, uno por cada 
uno y un tercero electo de común acuerdo... 


(Interrupciones) 


En todo caso, esa definición en cuanto a: arbitraje sí, arbitraje no -si hay algo que me quedó claro 
hoy es el proceso respecto a cómo se definió el cambio de mayorías para no ir al arbitraje-, obviamente, 


es la culminación de un proceso, y por eso formulo estas preguntas. 


Muy honestamente pido disculpas por la extensión de mi planteamiento y porque, seguramente, tenga que 
preguntar otra vez dado que he olvidado muchos aspectos. 


Por último, quisiera conocer la valoración de ustedes con respecto al menor daño posible -siempre habría 
daños- que se podía haber ocasionado; si piensan que lo mejor era optar por los juicios -como se hizo- o por 
el arbitraje. La vida nos dirá cómo termina esta historia. Sin duda, correrán por cuenta de cada uno las 
consideraciones, siempre subjetivas, con respecto a qué hubiera sido lo mejor ante una situación de hecho 
que es la culminación de un proceso. 


Agradezco mucho la información que se pueda brindar. 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- Con respecto a cómo terminará esto, quiero señalar que en la primera 
discusión con Barboni sobre todos los temas, la cifra que se manejaba era menor a US$ 10:000.000. El 
contador Saxlund y Barboni habían arribado a un principio de acuerdo que estuvo muy próximo. 


SEÑOR BERNINI.- No sé si fue formalmente o no, pero el contador Saxlund nos comentó que, en 
efecto, estuvieron muy cerca de un acuerdo. El problema es que cada vez que él iba a aceptar una 
propuesta formulada por el empresario, este aumentaba los requerimientos, lo que hizo imposible una 
negociación que culminara en un acuerdo. Es decir que la posición del otro lado era muy variable y el 
contador se dio cuenta de que no había voluntad de acuerdo, sino un recurrente tirar hacia delante 
duplicando las aspiraciones. 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- La primera pregunta del Diputado Bernini refería a la actitud del 
empresario. Nosotros no somos quiénes para valorar sus actitudes. Los integrantes del Directorio están 
en funciones para cumplir con sus obligaciones como tales. Quiere decir que lo que haga el empresario 
es su problema y nuestra actitud debe ser defender siempre las obligaciones y los derechos por los que 
debemos velar como Directores del Banco. 


SEÑOR BERNINI.- Quizás, me expliqué mal. No quise preguntar cuál era la consideración personal 
acerca del empresario. Digamos que ya pasó bastante de la película pero aún no terminó; entonces, 
quisiera conocer su opinión, como parte del Directorio de la época y analizando los hechos en 
perspectiva, no acerca de Barboni sino de la relación comercial con el mencionado empresario; ¿fue 
positiva o no? Pregunto esto porque en determinado momento él era el empresario que tenía el mayor 
paquete de obras adjudicadas por parte del Banco. Esta es la inquietud. 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- Hay cuestiones importantes que se pueden ir señalando, pero quien 
habla llegó a esa función como Director en la etapa de aprobación de las obras de las ocho empresas, de 
acuerdo con lo que la Comisión de Adjudicaciones estableció, más la fundamentación de la Asesoría 
Letrada que además de fundamentar, explicó por qué se hacían estas obras. Esto fue lo que decidió el 
Directorio. 


Ahora bien, respecto al plazo de los treinta y dos meses del que hablaba el Diputado Bernini, aclaro que hubo 
dos años en los que yo no estuve presente; no estuve durante veinticuatro meses. Cuando volvimos al nuevo 
Directorio con el ex Director Giuria -había pensado que no volvería más; esa es la verdad-, nos encontramos 
con que todavía no se habían firmado los contratos y con que había una problemática relacionada con unas 
transacciones que se estaban haciendo con la empresa a partir de lo que realizaba la Administración; es decir 
que esta era la que llevaba adelante toda la formalidad del caso. 


Durante estos dos años que no estuve sucedieron una serie de hechos, que los constaté en la Auditoría; es 
verdad lo que esta dice. La primera de ellas fue la observación del Tribunal de Cuentas. La segunda fue la 
ratificación de los gastos y el levantamiento de las observaciones a través de un escrito jurídico y fundado por 
el doctor Danielle. Nosotros dos no estábamos. 


Tampoco estábamos cuando se realizó la compra del terreno; esto fue en el mes de abril de 1999. Quiero 
agregar algo en cuanto a esto: el Banco tiene reglamentos internos que no se mueven. Es decir, la 


Administración actúa de acuerdo con su reglamentación y, según tengo entendido, las obras de Gianattasio 
estaban en el 13%, no en el 17% que menciona la Auditoría. El tope máximo no era el 10% sino el 13%. Esto 
es algo que deben decir los técnicos, ya que nosotros no podemos saber los porcentajes. Yo recuerdo que el 
porcentaje mayor era el 13%. Ningún integrante de la Administración va a transgredir esas normas; de esto 
no tengan dudas. 


SEÑOR BERNINI.- De acuerdo con la discrepancia que se genera cuando se crea el grupo de trabajo 
con respecto a las dos consideraciones anteriores... 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- Era por problemas catastrales. 


SEÑOR BERNINI.- Pero se hace referencia, además de los problemas catastrales, a que el precio del 
terreno era muy superior a la tasación realizada originalmente por el Banco. A su vez, el precio del 
terreno tenía una alta incidencia en relación al costo total de las obras, por encima de los... 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- Para dar esta respuesta tienen que estar acá los técnicos del Banco. 
SEÑOR BERNINI.- Los citamos, pero no vinieron. 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- Yo creo que todo lo que se ha mencionado acá, sin ninguna duda, puede 
ser aclarado por los técnicos del Banco. Tengo la convicción -hasta que me demuestren lo contrario- 
que toda la Administración del Banco actuó sujeta a norma y defendiendo al Banco. Esta es mi 
convicción. Si no fuera así, no podríamos haber adoptado ninguna resolución de Directorio, ya que las 
tomamos en base a los informes de la Administración. Todo Banco actúa de esta manera, no solo el 
Banco Hipotecario. Yo también estuve en el Banco República y esto se hacía de la misma manera. Para 
torcer un informe de la Administración, tiene que haber una resolución muy fundada del Directorio. 
Esto es importante decirlo; las cosas no se hacen a la ligera. 


Además, se trata de personas -aquí se han nombrado: contador Sendoya, dos asesores letrados, doctores 
Landoni y Danielle, los Prosecretarios Cetani y Agorrody; de la División Arquitectura, los arquitectos Cirillo, 
Valazza y García Percovich- que me merecen, con absoluta convicción, la mejor consideración en cuanto a su 
transparencia. Quiero dejar esto muy en claro. Por eso creo que si ellos hubieran venido, todo esto se 
terminaba. Es tan clara la cosa. 


Para nosotros es muy difícil explicar la parte técnica. Hacemos el mayor esfuerzo, pero es imposible, porque 
fueron los técnicos los que actuaron. Ellos tienen las soluciones y saben por qué hicieron las cosas y por qué 
informaron al Directorio de determinada manera. Hay algo que es importante decir acá: los técnicos del 
Banco no solamente hacían una exposición escrita, sino que además concurrían al propio Directorio a 
explicar su posición y las razones del informe, delante de todos los que nombramos hace un momento. De 
modo que son cosas que solamente ellos tienen la posibilidad de esclarecer. 


En los dos años que no estuve, sucedieron muchas cosas. Sucedió algo muy importante, de lo que me he 
estado informando ahora: la Intendencia Municipal de Canelones cambió la reglamentación del saneamiento. 
Es decir que se establece un adicional porque un organismo público modificó el saneamiento. 


Además, el Banco Hipotecario hizo algo muy importante. En el año 1990, cuando se creó el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, el Banco Hipotecario quedó para la construcción de 
vivienda, no la social, sino la comercial. Muy claro esto. Y en los préstamos entramos en competencia con la 
banca privada. Muy claro también. Entonces, ¿qué pasó? Nosotros teníamos que mejorar la calidad de las 
viviendas. ¿Por qué? Porque la inversión iba a ser mayor, porque estábamos haciendo viviendas para un 
sector de la población distinto al sector para el que se trabajaba antes. Esto llevó a que el Banco adhiriera - 
también cuando yo no estuve- a la norma ISO 9000, lo que trajo complicaciones también en las 
modificaciones de los pliegos. Ahí está la base de la transacción que hubo que hacer, porque las exigencias 
del Banco ahora eran superiores a las que tenía cuando la empresa se había presentado. Las exigencias eran 
del Banco, porque había actuado de acuerdo a lo que ISO 9000 le marcaba. Ahí están los rellenos, los muros. 
El Banco no accedió a pagar lo que la empresa pedía y se formó el primer arbitraje, que después fue dejado 
sin efecto. 


Nosotros hemos actuado de manera transparente, totalmente transparente, de modo que la mejoría fuera en 
dirección al organismo público. No tengo ninguna duda de que cuando todo esto termine en la Justicia se van 
a dar cuenta de que las cosas no son como las plantearon. Ahí está la gran diferencia que tengo con el informe 
de la Auditoría. 

SEÑOR GIURIA.- Corresponde explicar lo del US$ 1:000.000. 

SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- Yo no lo tengo muy claro. 


SEÑOR GIURIA.- Hay un informe del propio Sauleda. 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- El Directorio de la época nombró, para considerar este tema, al 
ingeniero Gerardo Jauri -actual Director Técnico de Defensor Sporting- y al contador Sauleda. 


(Diálogos) 


Hubo un informe que establecía que había que pagar US$ 1:000.000 a la empresa, aunque esta 
reclamaba mucho más. Fue una transacción. La empresa reclamaba US$ 5:000.000 de acuerdo a las 
paramétricas. Entonces, se llegó a un acuerdo por US$ 1:000.000. Ese fue el tema. 


SEÑOR DELGADO (don Álvaro).- A ver si me queda claro. ¿Quienes estaban encargados de hacer la 
transacción eran el ingeniero Jauri y el contador Sauleda? 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- No. Ellos eran los encargados de calcular el monto, que luego 
informaron al Directorio. 


SEÑOR DELGADO (don Álvaro).- Gracias. ¿Estamos hablando de la misma persona que firma la 
auditoría? 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- Sí, señor. 


En aquella oportunidad, el contador Sauleda -de quien tengo una muy buena opinión- era integrante de la 
Inspección General. El señor Tato era el Inspector General del Banco. Anteriormente había estado el señor 
Gómez, a quien nuestro Directorio designó como Secretario de Directorio. Entonces, quedaron Tato y 
Sauleda. 


A mí lo que me extraña es que para hacer la auditoría no llamaran a la gente que verdaderamente actuó; no 
llamaron a Valazza, no llamaron a Cirillo, no llamaron a García Percovich ni a ninguno de los que 
intervinieron en las cosas. Sin embargo, llamaron a otras personas -que yo en aquel momento prácticamente 
no tenía en consideración- que dijeron cosas que verdaderamente me dejaron muy pero muy preocupado. Si 
había gente dentro del Banco, funcionarios del Banco, que sabían que se estaba produciendo un hecho con el 
que no estaban de acuerdo, ¿por qué no lo denunciaron? ¿Por qué no lo denunciaron, si lo único que tenían 
que hacer era elevar una nota a la Inspección General diciendo "pasa tal cosa" para que le Directorio 
procediera? Ahora, a los tres o cuatro años, dicen que algo estaba mal. Estas son cosas que, sinceramente, me 
dejan muy preocupado. 


SEÑOR BERNINI.- Lo que surge, no del informe de auditoría sino del informe de la Asesoría Letrada 
respecto al de la auditoría -sé que en algunos aspectos la auditoría avanza subjetivamente sobre la 
consideración de ilegalidad-, en particular al hecho del US$ 1:000.000, en los casos de los Complejos C 
26 y C 27 en Rocha... 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- Sí, del Chuy, del año 1986. 


SEÑOR BERNINI.- Allí se detectaron pagos por las sumas de 52.468, 37 y 23.034 Unidades 
Reajustables que se originaron en un reclamo realizado sobre el ajuste del rubro muros y en un error 


en la utilización de las paramétricas. 
SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- Los ladrillos. 


SEÑOR BERNINI.- Al efectuarse el pago, se produjo un error aritmético de aproximadamente 
US$ 1:000.000, que el Directorio decidió no reclamar ante la Justicia. Luego dice que de la 
investigación efectuada por auditoría surgen algunos elementos que podrían prever... 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- Para mí, dice una parte de las cosas, nada más. 


SEÑOR BERNINI.....que el pago en demasía no fue efectuado por error sino deliberadamente por 
orden del arquitecto Cirillo, el que expresó que el criterio de liquidación expresado por la empresa era 
el correcto y así se debía pagar. 


El señor Moreira Graña hizo referencia a por qué no se dijo en el momento o por qué no se denunció. Voy a 
dar lectura de una versión taquigráfica de la Comisión Investigadora parlamentaria del sistema financiero, del 
18 de noviembre de 2002, oportunidad en la que comparece, entre otros, el sindicato bancario, AEBU, que es 
invitado a participar. En una de las intervenciones, el señor Gambera denuncia una serie de dificultades en el 
Banco Hipotecario y dice: "Solamente voy a citar otro caso paradigmático en este tema porque, además, fue 
público y notorio y salió en la prensa. Me refiero a dos complejos habitacionales ubicados en la ciudad de 
Chuy. El día que la empresa constructora entrega la obra, el Banco le comunica que hubo un error de cálculo 
y que se la había pagado US$ 1:000.000 de más" -de acuerdo a lo que dice Gambera, el Banco le dijo que le 
había pagado un millón de dólares más; o sea que hubo un reclamo ante el empresario, hay un 
reconocimiento de que se pagó de más- "La empresa contesta no solo que entendía que no había sido así, sino 
que le debían US$ 5:000.000 más. Los servicios informan que la empresa no tiene razón y que, además, 
efectivamente había habido un error de cálculo y debía descontársele de otras obras que tenía el 

US$ 1:000.000 que le habían pagado de más. El Directorio resuelve no hacer litigio, desistir del reclamo y 
ese US$ 1:000.000 no se recupera". 


Continúa diciendo: "[...] al día de hoy, esta empresa" -se refiere a Barboni- "tiene el 35% de las viviendas que 
se están ejecutando, es decir, más de setecientas", etcétera. Al final de la intervención, el doctor Bayardi -en 
aquel momento Diputado, actual Subsecretario del Ministerio de Defensa Nacional- le plantea: "En relación 
al Hipotecario, me parecen bien los elementos que se han planteado. En alguno tuve dudas, como ser en 
cuanto a tener la deferencia de no dar los nombres [...]" No se habían dado nombres, y al final, se solicitan 
los nombres y el señor Gambera dice: "En realidad, lo tenía anotado y lo omití.- Yo dije que no iba a dar 
nombres de jerarcas del Banco Hipotecario. Las empresas son Amiga S.A. y Fernando Barboni 
Construcciones". 


Con esto le quiero decir, ante su pregunta de por qué no se habló en el momento, que esta es una versión 
taquigráfica parlamentaria... 


(Interrupción del señor Diputado Lorenzo) 


Estoy haciendo una intervención y le pido al señor Presidente que me ampare en ese derecho. Un 
Diputado no me puede censurar lo que yo quiera decir. ¡Por favor! Estamos hablando en un buen tono. 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- Yo lo que dije fue otra cosa: ¿por qué no se denunció donde se debe 
denunciar, que es en el propio Banco? Las cosas denunciadas por fuera son una cosa; y las del propio 
banco es donde procedemos nosotros. 


SEÑOR LORENZO.- Le pido disculpas al señor Diputado Bernini por la interrupción, pero esto no es 
un debate. Usted pregunta, hace interrupciones y no deja contestar; y cuando le contestan y le dicen 
que acá hay un señor que firma una auditoría, que es responsable técnico en el Banco y es funcionario 
público, y tiene el deber de denunciar una irregularidad, en el momento, sale con una intervención de 
otra Comisión Investigadora de un delegado gremial. Por eso estoy planteando eso. Usted hace una 
intervención muy larga, muy interesante -yo lo escucho con atención cuando habla-, pero deje hablar a 
la gente que vino a contestar. 


SEÑOR BERNINI.- ¿Me permite? 
SEÑOR LORENZO.- No terminé. 


En la intervención inicial que hace el señor Diputado Bernini llega a hacer un planteamiento, inclusive, 
referido a que en el largo plazo era "clavado" -entre comillas- que el Banco iba a quebrar, porque tomaba 
fondos a noventa días en dólares y prestaba a veinticinco años en pesos. Aclaro: en pesos no, en unidades 
reajustables, que no es lo mismo. Entonces, esto es toda una catástrofe preanunciada en función de la 
incompetencia o de una orientación política inapropiada 


Acá hay dos visiones. Una amplia, como esta que se plantea, con un rompecabezas al que le faltan piezas, 
utilizando un término que se usa inapropiadamente en la auditoría; también se menciona la ausencia de 
actitud patriótica, que yo comparto. Pero las manifestaciones que se hacen acá son las que van a perjudicar al 
Banco. Porque acá a alguien que tiene un interés, un contrato, no se le puede plantear actitud patriótica, como 
tampoco a quien lleva su sueldo todos los meses a su casa. También en épocas de vacas gordas hubo 
convenios -lo digo porque se hicieron en el Gobierno del Partido Nacional- de equiparación de los 
funcionarios públicos a la banca privada, mejorando sus condiciones. ¡Y le vamos a pedir a AEBU que no 
defienda sus intereses y que no trate de mejorar las condiciones laborales de sus trabajadores porque en el 
largo plazo el Banco toma fondos a noventa días en dólares y otorga préstamos a veinticinco años en pesos, 
que no son pesos, son UR, que no es lo mismo! 


Yo pido que bajemos un poco la pelota en estos temas y que además de anunciar el respeto por quienes 
comparecen con absoluta transparencia entrando en temas que no tendrían por qué contestar -me gusta que lo 
hagan; me satisface desde muchos puntos de vista-, se los deje expresar. Esto no es un debate, por tanto, 
vamos a escuchar qué es lo que tienen para decir y punto. 


Ahora bien, ¿qué sucede? Nosotros tenemos un documento emitido en un ámbito público, que es una 
auditoría. El señor Diputado Bernini se apalanca en el informe jurídico, que para mí tiene igual naturaleza 
que la auditoría, es más corto, más escueto, pero igual de cuestionable -igual de cuestionable- y 
lamentablemente, nosotros en la Comisión no podemos convocar a aquellos funcionarios que ya no lo son. Es 
decir, podemos convocar a ex funcionarios del Banco, pero si hay una denuncia penal no vienen. Se 
mencionan nombres gratuitamente. Capaz que yo también lo he hecho, porque yo pedí que vinieran acá 
Cirillo, Valazza, para ver cómo era esto. No es que yo esté defendiendo a nadie ni acusando a algún Diputado 
que hace algo que yo no hago. Quizás, yo también estoy incurriendo en el error de asumir, ante un 
documento que al principio me pareció que era relativamente serio y ahora me parece todo lo contrario, que 
teníamos que investigar. No podemos investigar; lo que sí podemos hacer es que vengan los funcionarios que 
firmaron esto, porque si son funcionarios públicos hoy, tienen la obligación de venir acá. 


Quiero que venga el actual Directorio del Banco Hipotecario, y vamos a hablar de esto. Y que vengan el 
arquitecto Fernando Chebataroff, la señora Gabriela Sienra, Subjefe Civil Técnico, y el contador Luis 
Sauleda. Y también que venga la doctora Cristina Maruri, la doctora Cristina Molinelli y el doctor Marcelo 
Tálice. Bienvenidos, que vengan. Pero que vengan también bajo la misma advertencia que ellos hacen, mejor 
dicho, recomendación. Cito textualmente: "En cuanto a los ilícitos que presumiblemente podrían haberse 
cometido en este caso -se refiere a todo el tema de la auditoría- "se presume que los mismos podrían 
encuadrar en el delito de abuso genérico de funciones o en caso no previsto especialmente, artículo 162 del 
Código Penal, actos de funcionarios públicos que con abuso de sus atribuciones legales y reglamentarias 
importen sí una inadmisible arbitrariedad en perjuicio de la Administración o de los particulares cuando se 
pone en peligro algunas de las finalidades: a) el recto y normal funcionamiento en la Administración pública, 
o b) la imagen de probidad y fidelidad que debe dar cada uno de los funcionarios que integran la 
Administración, ilícito que se configura inclusive cuando la motivación del acto no haya sido determinada 
por una finalidad espuria o egoísta y que la conducta no esté prevista en otras disposiciones del Código 
Penal, porque este delito es subsidiario". Paréntesis mio: cuasi fascista, porque en derecho penal una figura 
residual, subsidiaria...Lo que pasa es que a veces vienen olas que hacen que todos seamos culpables, porque 
esto es culpa de todos los partidos políticos; nos quedamos contentos y no nos damos cuenta de que estamos 
violando cosas fundamentales; para tratar de cazar una mosca usamos un cañón y matamos alrededor todo lo 
que garantiza; no que la mosca viva sino que los demás vivan. 


Cierro el paréntesis personal, y continúo: "...o en el delito de conjunción del interés personal y del interés 
público, artículo 161 del Código Penal". Digo esto porque después de intercambiar opiniones sobre esto de la 
auditoría -y me hago responsable de lo que digo- los que seguramente estén incurriendo en delito de abuso de 
funciones sean los que hicieron esta auditoría, porque esta auditoría carece de información relevante -algunas 
de ellas hoy la aportaron acá los señores ex Directores que han comparecido- y eso es ocultamiento, 
intencionalidad política. Esos son actos de los funcionarios públicos con abuso de sus atribuciones legales y 
reglamentarias, importan sí una inadmisible arbitrariedad, según las palabras de las propias personas que 
firman esto. 


Entonces, nosotros estamos en una Comisión Investigadora tratando de saber la verdad y nos encontramos 
con que quienes nos la pueden decir no vienen, en el ejercicio legítimo de un derecho a no comparecer, y hay 
otros que nos mandan cosas que no sé hasta que punto son, porque verdades a medias son mentiras -yo las 
califico de esa manera-, pero resulta que son funcionarios públicos y tienen la obligación de venir. La 
propuesta que yo hago -a nivel personal- es que vengan. Pero antes quiero plantear que terminemos esta 
rueda, hagamos un intermedio o cerremos la actividad de la Comisión y nos sentemos a analizar nosotros, 
como miembros de la Comisión, cómo seguimos con todo esto, porque siento que se nos está yendo de las 
manos desde algunos puntos de vista que ustedes saben que me han preocupado, desde el inicio, no de ahora. 
Se nos está yendo de las manos, en el sentido de que... Vamos, yo hasta les digo, no voy a usar nombres. Pero 
hace cuatro o cinco sesiones de la Comisión, me pareció que acá había gente que poco más eran delincuentes 
comunes que había que ir corriendo a denunciar, y planteé que vinieran acá. Ahora miro y ¡ah!, la verdad, me 
vienen dudas. 


Por suerte viene un ex Director, que no tiene por qué decirlo, que podría adoptar la actitud de los que firman 
esta auditoría, que están en la historia del Banco...lo que pasa es que en la historia que ellos relatan no 
aparecen, estaban en el limbo, justo, no tenían ninguna responsabilidad técnica. Uno es Director de Jurídica, 
el otro es Gerente de la División Auditoría Interna y él no existió, llegó ahí en paracaídas. No sé, ¿lo trajeron 
en comisión para que ocupe estas cosas? ¿No estaba en ningún lado cuando sucedieron estos hechos? Y lo 
que hacen los ex Directores, a mí me lo aclara en algún caso. Y es opinable, porque capaz que Moreira se 
equivoca cuando dice que a él le dan garantías personas con las que trabajó, pero probablemente él tenga una 
percepción más correcta que la que puedo tener yo. Y acá hemos hecho -me incluyo- juicios a priori de que 
hay cierta gente que poco más que estaba en un contubernio con un empresario. 


Por otro lado, reitero algo, porque se han hecho expresiones en ese sentido. No es correcto; acá hay preguntas 
que se están haciendo sobre supuestos falsos. Yo he dicho aquí que el empresario Barboni ha actuado de mala 
fe, y aun cuando no se nos informó -iba a decir que se nos ocultó- que en alguna circunstancia, cuando él va 
con un escribano tratando de constatar que efectivamente la Administración no cumple, en realidad, no 
cumple con las condiciones del contrato que se había firmado; había habido cinco oportunidades antes para 
que lo hiciera y no se hizo; y no trabajaba sobre eso. Yo mantengo mi opinión de que en realidad hay toda 
una forma de actuar del empresario en sus relaciones con el Estado buscando la ventaja y tratando de estar 
permanentemente discutiendo: cálculos, hablando sobre adicionales, etcétera. Eso también puede significar la 
actuación de un empresario celoso de una buena administración de su empresa para que no se le vayan las 
cosas de las manos. Pero yo tengo, a nivel personal, una convicción de que ahí no hay una persona que de 
alguna manera tenga un proceder apropiado. Ahora: no se puede hacer una pregunta partiendo de la base de 
que ese mismo empresario no se avino a dilatar las obras, porque sí se avino, y no hay nadie, ningún 
documento que diga lo contrario. Acá se ha dicho que sí; efectivamente se ha hecho. Lo que pasa que lo hizo 
en el marco de su voluntad unilateral y no en el marco de un convenio; y, dicho sea de paso, el convenio con 
la Cámara de la Construcción no obliga a ninguna empresa aunque sea socia de la Cámara. Vamos a no 
confundirnos jurídicamente con algunas cosas; más allá de la aclaración que ya hizo el señor Giuria de que 
hay otras 32 empresas que también están en la misma situación, reclamando por lo mismo a pesar de ser 
también miembros de la Cámara de Construcción. 


Entonces, vamos a tratar de sacar de estas instancias la averiguación, los elementos que van a una 
manifestación de opinión a priori. Porque si yo tengo una opinión, me contestan cosas y luego vuelvo con esa 
opinión que ha sido refutada, a plantear la pregunta de nuevo y hasta que no me contesten lo que yo quiero 
voy a estar preguntando e interrumpiendo, no vamos a llegar a ningún lado. Y comparto la preocupación que 
tenemos acá de que nos encontramos con situaciones en las que tenemos la percepción o la intuición de que 
hay cosas que no funcionaban de la manera que creemos que debían hacerlo y no tenemos elementos para 


constatarlas. No los tenemos. Pero eso no nos puede llevar a que queramos sacarlas de aquellos que, entre 
otras cosas, han venido a hacer una contribución. Los que no vinieron sabrán por qué no lo hicieron. 


Ahora soy yo quien tiene que pedir disculpas por hacer lo que critico, pero, reitero: este tema se nos está 
yendo de las manos. Y me preocupa que la Comisión Investigadora tome un camino de trabajo serio. Cuando 
digo que se nos va de las manos esto tiene que ver, entre otras cosas -en este caso sí estoy adjudicando una 
responsabilidad-, con los informes del Banco Hipotecario del Uruguay, que, dicho sea de paso, no contesta ni 
manda información que hemos solicitado que mandara hace mucho tiempo; varios Diputados hemos 
solicitado información, que no mandan. Pero esto sale rápidamente y nos lo mandan con visos de seriedad, de 
formalidad y de diligencia asombrosa, y estamos trabajando sobre la base de información que en todo caso, 
es incompleta. 


Estoy adelantando una propuesta a la Comisión, que es la comparecencia de los responsables de la emisión 
de este documento, que están en la misma situación jurídica que aquellos a los que acusan. Con una 
diferencia: que ellos tienen la obligación de venir a la Comisión y los que están acá no la tienen; y los que no 
vinieron. por supuesto que tampoco la tienen. 


Entonces, vamos por ese camino. 
(Diálogos) 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Creo que tenemos que escuchar a los invitados. 


El señor Diputado Bernini, en su derecho, ha hecho veinte preguntas, no sé cuántas, y está muy bien que las 
haya hecho. Yo creo que tenemos que proceder a escuchar a nuestros invitados que, dicho sea de paso, son de 
los pocos que han venido a la Comisión a prestar su declaración. Y no solamente eso; acá no han contestado: 
"sí", "no", "no sé", "no estaba". No, acá han venido invitados y cuando se les da la palabra, pudiendo decir 
"pregúntenme, porque fuimos convocados", ellos hacen largas exposiciones con detalles que no tendrían por 
qué dar, fuera del período de investigación de esta Investigadora. Entonces, vamos a proceder como se debe, 


señor Presidente, que es preguntando todo lo que se quiera pero, una vez que se pregunta, dejando contestar. 


Además, quisiera hacer un aporte a la Comisión. Yo quiero decir que tengo información acerca de que las 
empresas de la Cámara de la Construcción tienen un juicio multimillonario contra el Banco Hipotecario. No 
sé si esto será de conocimiento del señor Diputado Bernini, pero se lo aporto. Puede hablar con cualquiera de 
los miembros de la Cámara de la Construcción para constatar ese hecho. Quiero aportarlo porque es bueno 
decir todo lo que está pasando alrededor de este tema; no son los únicos los juicios que aquí se dicen. 


SEÑOR BERNINL.- El Estado uruguayo lamentablemente tiene centenares de juicios en contra. Lo 
que pasa es que uno no tiene la capacidad de abarcar el conocimiento de todos. Yo me refiero al hecho 
puntual de los efectos de la crisis de 2002 y al comportamiento empresarial. 


No es la primera vez que el señor Diputado Lorenzo habla en los términos en que lo hace, tratando de 
recomendar las formas en que uno tiene que intervenir. No es de recibo. Se podrá estar de acuerdo o no. 
Precisamente, yo traté de evitar los juicios de valor personal, cosa que el señor Diputado Lorenzo no ha 
hecho. Él ha generado un análisis con juicios de valor objetivos, en el que saca conclusiones acerca de 
determinadas valoraciones sobre todo este desarrollo. 


¡Si habremos escuchado a los Directores, a quienes les agradezco nuevamente su presencia y su 
información!; más de dos horas hablaron los Directores antes de que comenzáramos a intervenir. El derecho a 
preguntar lo tenemos a partir de lo que consideramos que es oportuno. En todo caso, puede ser opinable. 


También son opinables las valoraciones que se puedan hacer con respecto a todo este tema, y llegado el 
momento lo vamos a hacer. Creo que no corresponde hacerlo en este escenario, con los invitados delante. 
Luego tendremos oportunidad de hacer una valoración, ver a quién más se puede citar, ver el tema de los 
tiempos, y seguramente cuando hagamos el informe, veremos cuáles son las conclusiones a las que cada uno 
arriba. 


Simplemente, quería aclarar esto. Me reservo las valoraciones, que las tengo, sobre las personas que están 
nombradas, sobre la forma en que se ha presentado el tema, etcétera, porque me parece que no corresponde 
hacerlo en este momento. 


SEÑOR LORENZO.- La intervención inicial del señor Diputado Bernini, ¿qué era? Eran opiniones 
acerca de todo este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta Presidencia -salvo que sea cuestionada por los integrantes de esta 
Comisión- entiende que hasta ahora no se ha violado ningún aspecto reglamentario del funcionamiento 
de las Comisiones Investigadoras. 


Acá todos emiten opinión; los debates no son un problema de estilo, sino de contenido. Acá se cuestionó a 
algún integrante de la Comisión por su estilo -fue lo que yo entendí-, pero para la Presidencia eso no es 
cuestionable. Acá se emite opinión; es un ámbito político. 


Sugiero algo que me parece es de mínima delicadeza para con nuestros invitados: que a partir de ahora nos 
reservemos las opiniones para el ámbito privado, porque obligamos a quienes ocuparon responsabilidades 
políticas y son seres políticos, a inmiscuirse en un debate que me parece los compromete inútilmente, en 
forma accesoria. Si bien estamos en un ámbito en el que no se le puede impedir opinar a nadie -bueno sería-, 
solicito que nos atengamos lo más estrictamente posible a las preguntas. Luego, de acuerdo con la libertad 
que nos da este espacio que hemos generado, se vertirán las opiniones políticas que consideremos 
pertinentes. 


SEÑOR BERNINI.- Traté de evitar las valoraciones. Luego de las exposiciones de los invitados, traté 
de enmarcar el escenario en el cual nosotros estamos analizando este tema. Más que hacer 
valoraciones, me referí a datos de la realidad: cómo está el Banco, su situación, etcétera. Es más: no 
abrí juicios de valor ni hice consideraciones sobre funcionarios que están siendo nombrados. Sí traté de 
ubicar el tema con relación a cuál es la realidad que tenemos y a cómo eso enmarca la discusión. No 
desarrollé valoraciones con respecto a mi opinión, que la tengo, porque me parecía que no 
correspondía. 


SEÑOR POZZI.- La función de la Comisión es escuchar a las tres personas que se molestaron en venir 
hoy. Entramos en un debate totalmente improductivo sobre lo que cada cual dice. Si tienen algo más 
para aportar con respecto a la pregunta que hizo el señor Diputado Bernini, con todo gusto nos 
quedamos a escuchar hasta que las velas ardan. Después discutiremos entre nosotros cómo son las 
cosas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podemos continuar. 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- De acuerdo con lo que está establecido en esta Auditoría, sobre todo a la 
luz de lo que dice la Oficina de Asesoramiento Legal y Sumarios -en cuyas resoluciones estaríamos 
involucrados los Directores-, hay cuatro puntos: rebaja o anulación en el porcentaje de venta previa - 
ahí podría estar involucrado el Directorio en las decisiones-, ampliación de los contratos del Grupo 
Barboni, inconveniencia de la transacción suscrita con dicha empresa y dictado de resoluciones del 
sistema de acopio. Estas son las cuatro cosas que la Oficina de Asesoramiento Legal y Sumarios 
establece en este informe. 


Yo traje esto para comenzar a definir estos temas entre todos. Frente a las manifestaciones que ha hecho la 
Auditoría, me reservo el derecho de actuaciones posteriores, porque no se puede involucrar a gente que ha 
actuado correctamente. Quiero dejar esto bien en claro acá. 


Además quiero decir que lo que propone el señor Diputado Lorenzo me parece excelente y si ese día 
pudiéramos participar, sería inmejorable. Creo que las cosas se tienen que dirimir en los términos que sean 
necesarios y todos tenemos que estar a disposición de la Comisión. Sigo a las órdenes. Voy a actuar de una 
forma totalmente diferente a lo sugerido por los señores abogados. Voy a explicar un poco el tema. La vez 
anterior, yo venía para la Comisión. Cuando llegué de Rocha, a la tarde, hablé con el señor Giuria, quien me 


dijo que teníamos una denuncia penal en el Juzgado N* 21. Yo no sabía nada. Cuando eso sucede, voy a 
hablar con un abogado, porque pensé que las cosas eran distintas. El abogado me dijo: "No vayas. Eso se 
dirime en la Justicia". Por eso no vine. Podría haber dicho cualquier otra cosa. Mandé decir que no venía por 
eso. Pero no voy a hacer más caso a los abogados; voy a comparecer ante ustedes, porque creo que hay algo - 
en aquel momento se lo dije al abogado- que es muy importante. Es imposible que alguien que fue Diputado 
y Senador no pueda comparecer ante los actuales compañeros. A mí me dolió mucho no venir; lo digo con 
sinceridad. Vamos a seguir concurriendo para definir las cosas. Si nos equivocamos en alguna cosa, bueno, el 
ser humano se puede equivocar, puede cometer un error, pero nunca lo hicimos en detrimento del organismo 
público. 


Creo que esas son cosas que hay que decir muy claramente. Además, después de setenta y dos años de vida y 
más de cuarenta en política, que dejemos que se enchastre nuestra moral y nuestra ética por estas actitudes 
que se han mencionado acá, creo que sería un error que jamás podríamos enmendar. Creo que esas son cosas 
que debemos dejar bien previstas y por lo tanto seguimos a la orden. 


Si ustedes quieren, podemos decir todo lo que sabemos sobre los porcentajes de venta previa, sobre la 
ampliación de los contratos, sobre la inconveniencia de la transacción y sobre el dictado de resoluciones 
sobre el sistema de acopio, pero no somos arquitectos ni contadores por lo que desde el punto de vista técnico 
va a ser mejor que lo haga quien le corresponda, es decir, quienes integran la parte de administración del 
Banco, que actuó junto a nosotros. 


SEÑOR DELGADO (don Gustavo).- Me quedo con dos de las preguntas formuladas por el señor 
Diputado Bernini porque, más allá del breve tiempo que me tocó participar del Directorio del Banco 
Hipotecario del Uruguay, hacen referencia directamente a mi actuación. Como anteriormente no hice 
ninguna marcada de cancha en cuanto a que no tenía nada que ver, a que no conocía o no sabía, 
corresponde que exprese primero mi pensamiento -lo voy a hacer- y segundo lo que pasó; las dos cosas. 


La primera pregunta hacía referencia al relacionamiento de este empresario con la institución. Cuando 
asumimos, encontramos un relacionamiento difícil. Yo no puedo hacer la historia, pero puedo decir que la 
relación era difícil, como pasa en muchas empresas y, sobre todo, en los bancos, como muy bien sabrá el 
señor Diputado Bernini, que fue bancario; yo soy hijo y nieto de bancarios. Hay empresas que se manejan de 
una forma y otras que se manejan de otra. Esta empresa se manejaba en una lógica de disputa permanente con 
la contraparte, en este caso, con el Banco Hipotecario del Uruguay. 


En este sentido, toda nuestra actuación en el Banco estuvo dirigida a reforzar la posición del Banco, sin ir 
hacia dar pasos que pudieran perjudicarlo en un contradictorio posterior. Quiero ser más explícito porque 
tiene relación con el otro tema sobre el que voy a contestar, que es el referido a la rescisión o no del contrato. 
Nosotros acompañamos a la Presidenta y al Vicepresidente en todos los planteos que hicieron referencia a las 
acciones judiciales, prejudiciales y cautelares que tuvieran que ver con mantener los derechos del Banco a 
salvo frente a cualquier reclamación posterior. Reitero, está todo grabado; consta en actas. El Banco dispone 
de todos estos elementos como para poder aportarlos. Dispone de todos los elementos; no hubo una reunión 
en la que no participáramos. 


También participamos en un tema que fue mencionado tangencialmente por el señor Diputado, que es el que 
a mi criterio se ha comparado erróneamente con lo que pasó con SADUF y con la rescisión o no del contrato 
con el Banco Hipotecario del Uruguay. Yo participé -otros Directores no lo hicieron- de la reunión en la cual 
se ordenó al Directorio de SADUF no innovar en el relacionamiento con la empresa Glenby, salvo 
autorización expresa del accionista, que era el Banco Hipotecario del Uruguay. Yo participé en esa reunión, 
participé en la forma en que se iba a notificar a esa empresa y participé después de la reunión que los dos 
Directorios mantuvieron en conjunto, que se grabó y que fue en el salón grande del Banco Hipotecario del 
Uruguay. El objetivo de eso era, precisamente, evitar que se innovara en un tema que podía ser muy gravoso 
para el Banco y que, en caso de decidirse algo, debía pasarse por el máximo de instancias posibles. Es decir 
que a nuestro criterio -admito otros, pero a criterio de la mayoría coyuntural formada por la Presidenta Pérez 
Montero, el Vicepresidente Saxlund y este Director- no podía quedar sujeto al Directorio de la empresa 
SADUF. Faltando pocos meses para que se instalara una nueva Administración, a nuestro criterio, lo correcto 
era dejar todos los elementos de juicio necesarios como para que la nueva Administración decidiera qué 
hacer, pero no hacer nada en el ínterin. Después, lo que pasó, pasó; ya nos habíamos ido nosotros. 


Con respecto a la rescisión o no del contrato con el conjunto de empresas que están siendo mencionadas en 
forma permanente, aquí entro otra vez a mi preocupación en el sentido de que ustedes vean después cómo se 
maneja públicamente esto. La institución Banco Hipotecario del Uruguay tiene una serie de problemas. Uno 
de ellos es que ustedes van a encontrar permanentemente -y de eso hace acopio la contraparte, en este caso- 
resoluciones contradictorias entre distintos servicios, con distintas fechas. Un día Jurídica dijo algo, otro día 
dijo otra cosa y Arquitectura dijo otra cosa. Entonces, si fuera el empresario, me bastaría con recopilar todos 
los elementos que en algún momento me fueron favorables y presentarlos como para contradecir todo lo que 
después quiera decir la Administración, cosa que intuyo -no estoy participando- está sucediendo en este 
momento. 


Yo fui citado al juicio que mantiene el Banco contra SADUF o contra los Directores de SADUF de aquel 
entonces buscando la anulación del acto por el cual el Directorio de SADUF renunció a la reclamación 
jurídica, y me encuentro con eso. Para mí es un tema de fondo, que fragiliza la posición del Banco en 
cualquier instancia judicial. La fragilizaba antes, la fragilizaba durante la negociación y estoy seguro de que 
la está fragilizando en este momento. 


Entonces, a mi criterio, había que dejar fortalecido al Banco, pero impedir que se actuara en un sentido en 
SADUF. Entonces, a mi criterio, en la fecha que estábamos, en el tercer cuarto del año 2004, rescindir los 
contratos con esta empresa implicaba abrir un nuevo litigio y dejar una herencia a la nueva Administración de 
un pleito de gran porte. Hoy ustedes están viendo el pleito que se presenta. 


Yo, como Director, casi saliente a esa altura, no me sentía validado como para tomar una resolución de la 
cual ya no había marcha atrás. En su momento habíamos planteado el arbitraje, no había sido viable y se 
había resuelto por vía judicial. Acompañamos todas las medidas judicialmente tomadas por el Banco. El tema 
de la rescisión implicaba dar un paso más allá e iba a significar, a nuestro criterio, la seguridad de que se iba 
a presentar por parte del empresario una reclamación de gran volumen contra la propia institución. 
Realmente, también en ese caso mi pensamiento fue el mismo: dejar las cosas firmes y sólidas en el Banco 
para que la nueva Administración, cuando ingresara, tuviera los elementos de juicio como para actuar, pero 
legitimada con un espacio de tiempo por delante como para decir que estaba en condiciones de tomar esta 
resolución y de acompañarla en un proceso que iba a ser muy largo. Esto va a durar muchos años en proceso 
judicial. 


Muchas veces escuchamos -demasiadas veces; inclusive, lo escuchamos hoy en la mañana- que hay varios 
funcionarios o ex funcionarios que deberán dar explicaciones de por qué y de cuándo actuaron. Lo harán ante 
la Justicia, porque ante la Justicia van a tener que ir, gracias a Dios, y quienes tengamos que ir, también lo 
haremos. De pronto hay algunas dudas que legítimamente tiene la Comisión, que se dilucidarán en la 
instancia judicial. Aquí lo que podemos hacer cada uno de nosotros es explicar por qué hizo lo que hizo y por 
qué votó lo que votó. Si ustedes buscan el acta en la cual yo voté en contra de la propuesta del señor 
Vicepresidente Saxlund, verán que dije que no era el momento para tomar una decisión de esta naturaleza: 
"Defendamos al Banco, demos todos los pasos e instancias judiciales necesarias para que el Banco esté 
fuerte. Cuando tome la decisión, lo debe hacer un Directorio que tenga un espacio de tiempo por delante 
como para analizar las derivaciones del caso". Yo no quería -sigo pensando igual- dejar una herencia al nuevo 
Directorio, porque íbamos a tener que venir a explicar a esta misma Comisión por qué tomamos una 
resolución pocos meses antes de irnos, que le significaba al Banco afrontar un juicio de más de 

US$ 100:000.000. Hoy estamos explicando por qué no tomamos esa resolución. Bueno, fue por eso. 


(Diálogos) 


Una acotación que bien hace el señor Diputado: hubo una resolución del Directorio entrante en el 
sentido de rescindir los contratos. Yo entiendo que está validado en ese caso. El Directorio entrante 
analizó los elementos de juicio que le dejó el Directorio saliente; no hubo nada oculto, todo estaba a la 
vista, y esto lo discuto con los Directores entrantes en cualquier instancia. Estaba todo a la vista, y creo 
que a los veinte días el Directorio tomó la resolución de rescindir los contratos. Adelante con eso. Esta 
es la explicación acerca de por qué se actuó de esa manera. 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- Estoy dolido con este asunto. Como se sabe, después que me fui del 
Banco terminé siendo Intendente por el departamento de Rocha. Tuve que actuar contra la gente de mi 
partido político y no me tembló el pulso; en Rocha hay varios juicios presentados contra la 


Administración del Partido Nacional, presentados por nuestro equipo y por mí, porque siempre debe 
predominar la verdad y la transparencia cuando se actúa en un Gobierno, sea el que sea y donde sea, 
en el Banco Hipotecario, en el Banco de la República, como legisladores, como Intendentes; debemos 
ser responsables de nuestros actos. 


Es toda nuestra vida política la que se nos viene a toquetear, y a mí no me satisface en nada. Por eso, de ahora 
en adelante me reservo todos los derechos sobre las actuaciones ante esta situación. 


SEÑOR DELGADO (don Gustavo).- Con respecto a la actuación de los cuatro compañeros de 
Directorio en el período que compartí, debo decir que fue un período intensísimo en el que se discutió 
mucho y me corresponde señalar que hubo una actuación franca, leal, a veces encontrada, pero en la 
que quienes participaban, desde su perspectiva, creían estar defendiendo los intereses del Banco. No 
sentí nunca durante ese año que alguno de los Directores estuviese defendiendo los intereses de algún 
particular. Quiero que quede constancia de esto. 


SEÑOR MOREIRA GRAÑA.- Al ex Director Delgado lo conocí en el día de ayer. Esto es síntoma de 
que hemos actuado con total independencia, sin visión de partido; esto es visión de Gobierno, de 
Administración, no de partido. Yo no le dejé nada para que hiciera ni él me pidió nada, porque yo 
nunca volví al Banco. 


En la vida es importante que podamos tener independencia de procedimiento, independencia para no dejar un 
trabajo para que después sea continuado. Cada uno de nosotros actuaba de acuerdo con su manera de 
entender y saber. 


SEÑOR DELGADO (don Álvaro).- En nombre de los legisladores del Partido Nacional que integramos 
esta Comisión, voy a dejar una constancia que tiene que ver con mucho de lo que se expresó al 
principio. Queremos que quede constancia de nuestro reconocimiento a los tres ex Directores que hoy 
se presentaron ante esta Comisión. Tuvimos una reunión con ellos para plantearles la necesidad de que 
concurrieran otra vez, y ellos decidieron obviar algunos consejos profesionales y concurrir para 
responder todas las preguntas que se realizaran acerca del período en que integraron el Directorio y 
también algunas fuera de ese período. Lo han realizado como lo hacen quienes tienen la conciencia 
tranquila por haber actuado bien, con honestidad, con transparencia y procurando salvaguardar el 
bien colectivo que, en este caso, era el Banco Hipotecario. 


Reitero: como Representantes del Partido Nacional y con el orgullo necesario queremos manifestar en la 
Comisión nuestro agradecimiento y decir que no solo representaron bien al Partido Nacional sino también al 
Directorio del Banco Hipotecario y al Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión agradezco la presencia de los ex Directores. 


Más allá de las valoraciones acerca de la información que nos han brindado -eso será parte de nuestro 
trabajo- quiero destacar que ustedes son un ejemplo de lo que siempre hemos reclamado: que quienes hayan 
tenido responsabilidades públicas aprovechen la oportunidad de dar sus puntos de vista acerca de sus 
gestiones. Nunca hemos citado a nadie prejuzgando su conducta o suponiendo una actuación fuera de los 
marcos de la ley; hemos dado a todos la misma oportunidad que a ustedes: la de explicar por qué adoptaron 
determinadas decisiones, en el acierto o en el error, cosa que valoraremos luego. Ojalá este ejemplo hubiera 
sido tomado por otros que tuvieron responsabilidades más altas que las suyas, ya que lamentablemente una 
actitud que yo considero corporativa nos ha privado de puntos de vista que son muy importantes para el 
trabajo de esta Comisión y para las conclusiones a las que llegue. 


De todas maneras, nos sentimos capacitados para con las presencias, y fundamentalmente con las ausencias, 
sacar nuestras conclusiones y comunicárselas a la opinión pública y al Parlamento cuando corresponda. 


Agradezco su actitud y tomo el guante que lanzó el señor Moreira Graña. Si tenemos que volver a invitarlos, 
lo haremos, porque lo más importante es lo que todos expresamos -en esto no hay fisuras-: la búsqueda de la 


verdad, porque le hará bien al pueblo uruguayo y a cada uno de los protagonistas de esta historia; es 
importante definir claramente responsabilidades y actitudes. 


Muchísimas gracias. 


(Se retiran de Sala los ex Directores del Banco Hipotecario del Uruguay) 


SEÑOR ROBALLO.- En cuanto a dar publicidad o no a esta sesión de la Comisión -cuya 
consideración quedó pendiente para cuando se retiraran los invitados-, quiero señalar que me interesa 
que el Estado no pierda pero, obviamente, no puede ser a cualquier costo. Si de aquí surgen elementos 
que prueban que se perjudicó a un particular, sea quien sea, nosotros no podemos ocultarlo. 


Por otra parte, en un proceso las expresiones vertidas en esta Comisión tienen como valor probatorio, en todo 
caso, un efecto relativo, porque, si lo tienen lo dicho en el propio proceso, con el control de las partes, mucho 
más lo que se expresa en un ámbito en el que las partes no tuvieron control ni posibilidades de participar, 
controlar, etcétera. Entonces, las expresiones en este ámbito son relativas. En todo caso, si son presentadas 
como elemento probatorio, también el Banco tendrá la posibilidad de hacer las citaciones, ejercer las 
defensas que correspondan y salvaguardar los derechos del Estado en ese proceso. 


En definitiva, una vez citados los Directores, la decisión sobre si se hace pública o no su comparecencia y el 
contenido de sus expresiones, su publicación o no, puede ser hecha en base a un cálculo sobre los efectos en 
un juicio. Me parece que ese es un principio que la Comisión tiene que seguir sosteniendo, como lo hizo 
hasta ahora. Me parece que ese tipo de cosas está reservado a situaciones en el marco de otro tipo de 
investigaciones, en las que se quiere proteger, por ejemplo, la integridad física de una persona que viene a 
prestar su testimonio. Es decir, para hechos mucho más contundentes y graves, pero no para este tipo de 
situaciones. 


En mi opinión -apenas lo conversamos con los compañeros-, esta sesión de la Comisión tiene que recibir, en 
cuanto a su publicidad, el mismo tratamiento que recibieron las otras sesiones. 


SEÑOR LORENZO.- Compartimos en un cien por ciento las manifestaciones del señor Diputado 
Roballo. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Ratifico lo que expresé al principio y me alegro que el señor Diputado 
Roballo se haya manifestado en el sentido en que lo hizo. Creo que todas las manifestaciones, salvo 
aquellas que revistan peligro para las personas, tienen que ser hechas públicas. Ese es un principio de 
transparencia que debemos observar, y que nos hace muy bien. 


El documento que fue aportado hoy, como una novedad muy importante, como un aporte trascendente para la 
Comisión Investigadora por parte de los ex Directores nacionalistas -que no conocía la Comisión y parece 
que tampoco la Auditoría-, es un elemento fundamental a la hora de discernir las responsabilidades. Allí hay 
un acto de Gobierno -y pido que esto sí sea incluido en la versión taquigráfica-, firmado por el propio 
Presidente de la República, observando una resolución en mayoría del Banco Hipotecario del Uruguay, que 
luego fue revisada por el Directorio, y los Directores nacionalistas ratificaron su posición respecto a 
solucionar un problema que seguramente iba a traer otros más grandes, como ahora lo estamos viendo. 


Por lo tanto, este insumo es de gran importancia. Lo analizaremos con la responsabilidad y la seriedad que 
merece para considerar las acciones que tengamos que tomar los Representantes del Partido Nacional y la 
Comisión en su conjunto. 


¿Los documentos se incorporarán al acta? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, como corresponde. 


SEÑOR ROBALLO.- En cuanto a citar a quienes realizaron la auditoría y a algún otro profesional que 
hizo consideraciones sobre la misma -estoy pensando en voz alta-, creo que deberíamos darnos un 
plazo breve para analizarlo. Y no por una cuestión de proteger o no a determinadas personas oO 


procedimientos -creo que ha quedado demostrado que, por lo menos yo, no estoy en ese esquema, y mis 
compañeros tampoco-, sino a efectos de no perder la centralidad y los objetivos de esta Comisión. ¿En 
qué sentido lo digo? Más allá de que un documento emanado de un órgano público tenga una 
influencia importante o determinante -tanto que citamos por segunda vez a determinados Directores, 
tengo mis dudas de que se transforme en objeto de análisis de esta Comisión. Siento a primera vista 
que esto estaría fuera del objeto de ella. Lo que deberíamos considerar es si ese documento tiene valor 
o no y si nos aporta o no a la hora de elaborar nuestras conclusiones o de considerar determinados 
procedimientos. Si nos ponemos a analizar la veracidad, los extremos o los alcances de un documento 
emanado fuera del período considerado -por más que reconozco que puede tener consecuencias 
concretas-, nos estaríamos yendo del trabajo que tenemos por delante, sobre todo teniendo en cuenta el 
atraso que llevamos. 


Lo que planteo es simplemente que nos tomemos hasta la próxima sesión para analizar si corresponde a esta 
Comisión abocarse a la consideración de este documento. Obviamente, los legisladores estamos legitimados 
para hacer consideraciones positivas o negativas sobre él, pero tengo mis dudas acerca de la oportunidad de 
entrar al análisis del mismo, al grado de citar a quienes lo elaboraron. Quiero aclarar que eso no obedece de 
ninguna manera a una posible protección de quienes lo realizaron o a que se haya realizado en este período; 
no obedece a eso. 


Inclusive, si a través de ese documento se afectaron los derechos, la sensibilidad o el honor de determinadas 
personas, creo que ellas tienen los mecanismos apropiados para efectuar su defensa ante lo vertido en esa 
Auditoría. 


Esto es un pensamiento dicho en voz alta y una solicitud al resto de los integrantes de esta Comisión en el 
sentido de que no se resuelva en el día de hoy para pensar y tratar de llegar a una conclusión en común. 


SEÑOR LORENZO.- En definitiva, yo hice el planteo de que comparecieran en esta Comisión quienes 
firmaron la auditoría y quiero manifestar que acepto lo expresado por el señor Diputado Roballo en el 
sentido de darnos un tiempo para reflexionar. 


A su vez, quiero expresar que no creo que detrás de su planteo haya alguna intención como la que él trata de 
aclarar que no tiene. Es importante saber en qué condiciones se hizo la auditoría y qué documentación 
manejaron. Porque resulta que hoy nos agregan un documento que se refiere a un punto central y, en base a lo 
establecido, hay una apariencia de irregularidad; y nos encontramos con que ese documento no estaba 
acotado, referido, no digo puesto acá. Tengo dudas muy serias sobre esto y creo que es relevante, porque no 
se refiere a algo que se haya hecho en 2006, sino a algo que la Comisión tiene por objeto investigar; lo 
estamos haciendo en base a documentación oficial del Banco y es importante que la cotejemos; creo que esto 
entra dentro de la misma figura. 


Pero me tomo el tiempo para reflexionar pausadamente -creo que hay que hacerlo-; yo hoy mismo propuse 
parar la pelota. Desde esa perspectiva, para investigar estas cosas, debería comparecer el Directorio actual, 
como ya lo ha hecho, para informar acerca de una situación y de lo que ellos saben referido al período que 
estamos investigando. Creo que entra dentro de ese mismo concepto o figura la comparecencia a la 
Comisión, no porque estemos investigando lo que hacen hoy sino por lo que puedan saber de la actuación 
anterior. 


En cuanto a otras derivaciones resultantes de esto, comparto totalmente con el señor Diputado Roballo que 
están fuera del ámbito de esta Comisión y corresponderá a otros iniciar las acciones que crean conveniente, 
como comentó el ex Director Moreira Graña que podía llegar a hacer. 


Comparto el concepto y mantengo la idea, a priori, de que debemos hacerlos comparecer. 


Quiero decir también que estoy preocupado porque en esta Comisión no salimos del Banco Hipotecario. Ya 
hice un planteo en otra sesión referido a armar un capítulo paralelo o abrir una Comisión adicional. 
Busquemos los mecanismos para actuar en ese sentido y tomémonos el tiempo que solicita el señor Diputado 
Roballo para ver cómo seguimos con relación al planteo que he hecho; por lo tanto, lo dejo en suspenso hasta 
la próxima sesión de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero decir que ha sido de estilo en esta Comisión que cuando se solicita por 
alguna de las partes los tiempos necesarios, nunca hemos impuesto una agenda o una citación. 


Considero que, por muchas circunstancias, es oportuno que nos demos ese tiempo para reflexionar y 
mantener reuniones para ver cómo seguimos en este tema, fundamentalmente -como decía el señor Diputado 
Lorenzo, a quien respaldo- para ver cómo seguimos con el resto de la temática que tiene esta Comisión. Creo 
que es oportuno darnos este espacio y solicito que se faculte a la Presidencia para hacer las coordinaciones 
necesarias y generar algún ámbito de reunión colectivo a efectos de analizar entre todos el cronograma. 


SEÑOR BERNINI.- En el mismo sentido, comparto la necesidad de darnos un espacio, sobre todo 
porque si no tenemos cierta planificación acordada, va a ser muy difícil poder continuar con el trabajo. 
A medida que van surgiendo elementos, surgen otras posibilidades; por ejemplo, estoy tentado de citar 
al doctor Jorge Batlle, y no es broma. 


En este caso, quiero razonar con ustedes que pregunté sobre determinados hechos, en particular sobre este 
tema, porque no surgían de ningún informe de auditoría. Me refiero a los debates de los Directorios en cuanto 
a la oportunidad de litigar, rescindir, arbitrar, etcétera, que no constan ni para un lado ni para el otro; no se 
habla al respecto, no hay juicios de valor ni se constata la oportunidad de que lo mejor hubiese sido esto o 
aquello. Tengo que comparar lo que decía la contadora Pérez Montero con lo que decían Moreira Graña y 
Delgado y después vamos a hacer las valoraciones. 


Comparto que nos demos un espacio de tiempo y lo de la necesidad de definir cuándo terminar, porque acá, 
insisto, se llegó a manejar hasta la posibilidad de citar por el problema del Plan Fénix a Lucio Cáceres, que 
era el Ministro de Transporte de aquel momento. Esto es una caja de Pandora; podemos seguir y seguir. En 
definitiva, creo que, por lo menos, tendríamos que fijarnos un criterio común para ver cuándo comenzamos a 
cerrar este capítulo y arrancar con otro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si todos estamos de acuerdo, la Presidencia se comunicará con los 
legisladores para coordinar el trabajo. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


